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V. ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece mejo-
ras para el personal del Servicio Médico Legal (9.238-07) (se aprueba 
en general).........................................................................................................

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el 
"Convenio sobre Transporte Aéreo, entre el Gobierno de la República 
de Chile y el Gobierno de la República de El Salvador", suscrito en 
Santiago de Chile el 27 de enero de 2013 (9.163-10) (se aprueba en 
general y en particular)...................................................................................

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Códi-
go Orgánico de Tribunales para permitir que personas con capacida-
des especiales puedan ser nombradas en los cargos de juez o notario 
(9.372-07) (se aprueba en general)................................................................

Peticiones de oficios (se anuncia su envío).......................................................

DOCUMENTOS DE LA CUENTA (Véanse en www.senado.cl):

1.–	 Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, 
recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el 
Código Orgánico de Tribunales para permitir que personas con capacidades 
especiales puedan ser nombradas en los cargos de juez o notario (9.372-07).

2.–	 Informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto 
de ley, en segundo trámite constitucional, que agrega un nuevo artículo 25 ter 
al Código del Trabajo, estableciendo jornada de trabajo de personal de ferro-
carriles (8.381-13).

3.–	 Moción de los Senadores señores Bianchi, Horvath y Navarro, con la que se 
inicia un proyecto de ley sobre reconocimiento, fomento y amparo de los de-
rechos lingüísticos de los pueblos indígenas de Chile (9.412-04).

4.–	 Moción del Senador señor Letelier, con la que inicia un proyecto de ley que 
establece como feriado nacional el día correspondiente a la conmemoración 
del año nuevo mapuche o we tripantu (9.408-06).

5.–	 Moción de los Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Es-
pina, Harboe y Letelier, con la que se inicia un proyecto de ley que deroga los 
numerales 1° y 2° del artículo 497 del Código Civil, relativos a la incapacidad 
de ciegos y mudos para desempeñar toda clase de tutelas o curatelas (9.409-
07).

6.–	 Moción del Senador señor Walker, don Patricio, con la que da inicio a un 
proyecto de ley que modifica el Código de Aguas regulando la caducidad del 
derecho de aprovechamiento de agua (9.413-09).

7.–	 Moción de los Senadores señor Girardi, señora Muñoz y señores De Urresti, 
Guillier y Quintana, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica 
el Código Sanitario en materia de aborto por indicaciones terapéuticas, euge-
nésicas o de índole ética social (9.418-11).
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8.–	 Moción de los Senadores señores Navarro, Araya, Quinteros y Rossi, con la 
que inician un proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Cons-
trucciones en materia de instalación de antenas emisoras y transmisoras de 
servicios de telecomunicaciones (9.410-15).

9.–	 Proyecto de acuerdo de los Senadores señores Chahuán, Bianchi, García, La-
gos y Moreira, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la Repúbli-
ca incorporar en el proyecto que se enviara con el fin de modificar la Ley sobre 
Casinos de Juego normas con el objeto de prorrogar, a lo menos por quince 
años, el régimen de establecimientos administrados por municipalidades y 
asegurar, además, el resguardo de los derechos laborales de los trabajadores 
que, al cese de aquel, presten servicios en las empresas titulares de la conce-
sión (S 1.675-12).

10.–	 Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, 
recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece 
mejoras para el personal del Servicio Médico Legal (9.238-07).
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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

—Allamand Zavala, Andrés
—Allende Bussi, Isabel
—Araya Guerrero, Pedro
—Bianchi Chelech, Carlos
—Chahuán Chahuán, Francisco
—Coloma Correa, Juan Antonio
—De Urresti Longton, Alfonso
—Espina Otero, Alberto
—García Ruminot, José
—García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
—Goic Boroevic, Carolina
—Guillier Álvarez, Alejandro
—Harboe Bascuñán, Felipe
—Horvath Kiss, Antonio
—Lagos Weber, Ricardo
—Larraín Fernández, Hernán
—Matta Aragay, Manuel Antonio
—Montes Cisternas, Carlos
—Moreira Barros, Iván
—Muñoz DÁlbora, Adriana
—Navarro Brain, Alejandro
—Orpis Bouchon, Jaime
—Pérez San Martín, Lily
—Pérez Varela, Víctor
—Prokurica Prokurica, Baldo
—Quintana Leal, Jaime
—Rossi Ciocca, Fulvio
—Tuma Zedan, Eugenio
—Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
—Von Baer Jahn, Ena
—Walker Prieto, Ignacio
—Walker Prieto, Patricio
—Zaldívar Larraín, Andrés 

Concurrieron, además, los Ministros de De-
fensa Nacional, señor Jorge Burgos Varela; de 
Hacienda, señor Alberto Arenas de Mesa; de Se-
cretaría General de la Presidencia, señora Ximena 
Rincón González, y de Justicia, señor José Anto-
nio Gómez Urrutia.

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Ara-
neda, y de Prosecretario, el señor José Luis Allien-
de Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN
 
—Se abrió la sesión a las 16:22, en pre-

sencia de 17 señores Senadores.
La señora ALLENDE (Presidenta).– En el 

nombre de Dios y de la Patria, se abre la se-
sión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).– Las 
actas de las sesiones 25ª y 26ª, ordinarias, en 
17 y 18 de junio del presente año, se encuen-
tran en Secretaría a disposición de las señoras 
y señores Senadores, hasta la sesión próxima, 
para su aprobación. 

IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).– Se va 
a dar cuenta de los asuntos que han llegado a 
Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).– Las 
siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes 
Trece de Su Excelencia la Presidenta de la 

República: 
Con el primero hace presente la urgencia, 

calificándola de “discusión inmediata”, para 
el despacho del proyecto de ley que confiere 
el carácter de título profesional universitario a 
las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, 
Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutri-
ción y Dietética, Tecnología Médica y Terapia 
Ocupacional (boletín Nº 3.849-04). 

Con el segundo retira y hace presente la ur-
gencia, en el carácter de “discusión inmedia-
ta”, respecto del proyecto de ley que establece 
mejoras para el personal del Servicio Médico 
Legal (boletín Nº 9.238-07). 

Con los tres siguientes retira y hace presen-
te la urgencia, calificándola de “suma”, para la 
tramitación de las materias que se enuncian a 
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continuación: 
1.– Proyecto de ley que crea el Administra-

dor Provisional y Administrador de Cierre de 
Instituciones de Educación Superior y estable-
ce regulaciones en materia de administración 
provisional de sostenedores educacionales 
(boletín Nº 9.333-04). 

2.– Proyecto de ley que crea el acuerdo de 
vida en pareja (boletines Nos 7.873-07 y 7.011-
07, refundidos). 

3.– Proyecto que modifica la Ley General 
de Urbanismo y Construcciones en materia de 
afectaciones de utilidad pública de los planes 
reguladores (boletín Nº 8.828-14). 

Con los seis consecutivos hace presente la 
urgencia, en el carácter de “simple”, para la 
tramitación de los asuntos que se enuncian a 
continuación: 

1.– Proyecto de ley que protege la libre 
elección en los servicios de cable, internet o 
telefonía (boletín N° 9.007-03). 

2.– Proyecto de ley que modifica el Códi-
go Orgánico de Tribunales para permitir que 
personas con capacidades especiales puedan 
ser nombradas en los cargos de juez o notario 
(boletín N° 9.372-07). 

3.– Proyecto de ley que crea el Servicio de 
Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Siste-
ma Nacional de Áreas Protegidas (boletín N° 
9.404-12). 

4.– Proyecto de ley que incorpora en el Có-
digo del Trabajo el contrato de teleoperadores 
(boletín N° 8.263-13). 

5.– Proyecto de ley que agrega un nuevo 
artículo 25 ter al Código del Trabajo, para es-
tablecer la jornada de trabajo del personal de 
ferrocarriles (boletín Nº 8.381-13). 

6.– Proyecto de ley que sanciona el trans-
porte de desechos hacia vertederos clandesti-
nos (boletín N° 7.908-15). 

Con los dos últimos retira y hace presente 
la urgencia, calificándola de “simple”, respec-
to de las siguientes iniciativas: 

1.– La que crea la Subsecretaría de Educa-
ción Parvularia y la Intendencia de Educación 

Parvularia, y modifica diversos cuerpos lega-
les (boletín N° 9.365-04). 

2.– La que reconoce y da protección al 
derecho a la identidad de género (boletín N° 
8.924-07). 

Dos de Su Excelencia el Vicepresidente de 
la República: 

Con el primero retira y hace presente la 
urgencia, calificándola de “discusión inme-
diata”, para la tramitación del proyecto de ley 
que crea mecanismo de estabilización de pre-
cios de los combustibles que indica (boletín Nº 
9.389-05). 

Con el otro hace presente la urgencia, en el 
carácter de “simple”, respecto del proyecto de 
ley que regula el alzamiento de hipotecas que 
caucionen créditos hipotecarios (boletín Nº 
8.069-14). 

—Se tienen presentes las calificaciones y 
se manda agregar los documentos a sus an-
tecedentes.

Oficios 

De Su Excelencia la Presidenta de la Re-
pública:  

Comunica su ausencia del territorio nacio-
nal, entre los días 28 de junio y 2 de julio del 
año en curso, en visita oficial a los Estados 
Unidos de América. 

Informa, además, que durante su ausencia 
la subroga, con el título de Vicepresidente de 
la República, el señor Ministro titular de la 
Cartera del Interior y Seguridad Pública, don 
Rodrigo Peñailillo Briceño. 

—Se toma conocimiento. 
Del Excelentísimo Tribunal Constitucional: 
Remite copia autorizada de las sentencias 

definitivas recaídas en las acciones de inapli-
cabilidad por inconstitucionalidad, respecto 
de las disposiciones legales que se enuncian a 
continuación: 

1.– Artículo 5°, número 3, del Código de 
Justicia Militar. 

2.– Artículos 197 bis del Código del Traba-
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jo; 7° y 8° del decreto con fuerza de ley N° 44, 
del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, 
de 1978, que fija normas comunes para los 
subsidios por incapacidad laboral de los traba-
jadores dependientes del sector privado; 16 del 
decreto ley N° 3.500, sobre nuevo sistema de 
pensiones, y 6° de la ley N° 20.545, que modi-
fica las normas sobre protección a la materni-
dad e incorpora el permiso postnatal parental. 

3.– Artículo 238 del Código de Procedi-
miento Civil en relación con el artículo 32 de 
la Ley Orgánica Constitucional de Municipa-
lidades. 

—Se toma conocimiento y se manda ar-
chivar los documentos. 

Del señor Ministro de Relaciones Exterio-
res: 

Contesta acuerdo de la Corporación, adop-
tado a proposición de los Senadores señor 
Prokurica, señora Goic y señores Bianchi, Ch-
ahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, 
Horvath, Orpis y Quinteros, relativo al envío 
de una nota de protesta diplomática contra el 
programa japonés de caza científica de balle-
nas minke en el Pacífico (boletín N° S 1.659-
12). 

Del señor Ministro de Defensa Nacional: 
Responde solicitud de información, cursada 

en nombre del Senador señor Navarro, relativa 
a la presencia de barcos de pesca de arrastre en 
el santuario de la naturaleza “La Lobería”, en 
la comuna de Cobquecura. 

Del señor Ministro de Justicia: 
Contesta petición de información, remitida 

en nombre del Senador señor García, respecto 
de las medidas que esa Secretaría de Estado 
puede adoptar para eliminar el grave problema 
de exposición de niños al tráfico y consumo 
de drogas peligrosas en el vertedero Boyeco, 
comuna de Temuco. 

De la señora Ministra del Trabajo y Previ-
sión Social: 

Atiende solicitud de información, remitida 
en nombre del Senador señor Navarro, res-
pecto de la denuncia por acoso laboral que la 

Asociación de Profesionales Universitarios de 
la Dirección del Trabajo de la Octava Región 
efectuó en representación de la señora Nimia 
Torres Fuentes. 

Contesta acuerdo del Senado, adoptado a 
proposición de los Senadores señores Navarro 
y Quintana, relativo al envío a tramitación de 
un proyecto de ley que permita a las beneficia-
rias de pensiones de sobrevivencia del antiguo 
sistema de pensiones que debieron afiliarse a 
una administradora de fondos de pensiones 
para percibir el bono por hijo conservar su 
derecho a ser causantes de la asignación por 
muerte (boletín Nº S 1.626-12). 

Del señor Ministro de Obras Públicas: 
Responde tres solicitudes de información, 

cursadas en nombre del Senador señor Hor-
vath, relativas a la suspensión de explosiones 
y de movimientos de tierras que afectan al río 
Futaleufú, a raíz de la construcción de un ca-
mino en la zona. 

De la señora Ministra de Vivienda y Urba-
nismo: 

Da respuesta a consulta, hecha en nombre 
del Senador señor Ossandón, originada en la 
inquietud de pobladores y dirigentes del sec-
tor Bajos de Mena, Puente Alto, respecto de 
la continuidad del Programa Recuperación de 
Condominios Sociales Segunda Oportunidad. 

Del señor Ministro de Minería: 
Adjunta respuesta del señor Presidente Eje-

cutivo de la Corporación Nacional del Cobre a 
una solicitud, enviada en nombre del Senador 
señor Araya, sobre los resultados obtenidos 
por aquella y sus causas. 

Del señor Ministro de Energía: 
Responde acuerdo de la Corporación, adop-

tado a proposición de los Senadores señores 
De Urresti, Harboe, Horvath, Navarro y Quin-
teros, con el que piden a Su Excelencia la Pre-
sidenta de la República que instruya a las auto-
ridades competentes para consultar, en el año 
2015, recursos presupuestarios que financien 
diversas acciones y medidas inherentes al Plan 
de Descontaminación Atmosférica, Estrategia 
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2014-2018 (boletín Nº S 1.660-12). 
De la señora Ministra Directora del Servi-

cio Nacional de la Mujer: 
Informa, ante reiteración de oficio enviada 

en nombre del Senador señor Ossandón, que la 
consulta relativa a la suspensión de la página 
web www.mujerymaternidad.cl fue respondi-
da en su oportunidad. 

Del señor Subsecretario de Pesca y Acui-
cultura (s): 

Contesta solicitud de información, hecha en 
nombre de la Senadora señora Allende, refe-
rente a la situación que afecta al sindicato de 
buzos mariscadores de la caleta Pan de Azúcar, 
derivada de deudas de patentes por áreas de 
manejo y explotación de recursos bentónicos. 

Del señor Subsecretario del Medio Am-
biente (s): 

Atiende solicitud, remitida en nombre del 
Senador señor García, relativa a la inclusión 
de las comunas de Nueva Imperial y Villarrica 
en el  Plan de Descontaminación que impulsa-
rá esa Secretaría de Estado durante el período 
2014-2018.  

De la señora Gerente General Ejecutivo de 
Banco Estado: 

Da respuesta a consulta, formulada en nom-
bre del Senador señor De Urresti, relativa a la 
petición hecha por la señora Alcaldesa y por la 
comunidad de Futrono para la instalación de 
una sucursal bancaria en dicha comuna. 

Del señor Jefe de la División de Planifica-
ción y Presupuesto, Ministerio de Educación: 

Contesta solicitud de información, enviada 
en nombre de la Senadora señora Von Baer, 
respecto del proceso de restitución de recursos 
al Liceo Fernando Santiván, de Panguipulli. 

Del señor Superintendente del Medio Am-
biente (tp): 

Atiende solicitud de antecedentes, formula-
da en nombre del Senador señor De Urresti, 
sobre el proyecto de la central San Pedro en la 
Región de Los Ríos, suspendido en noviembre 
de 2010, y expone que notificará al Servicio 
de Evaluación Ambiental por ser el órgano del 

Estado competente en la materia. 
Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo 

Regional de Tarapacá: 
Informa la designación, por el período le-

gal, del consejero señor Richard Alfonso Go-
doy Aguirre como Presidente del Consejo Re-
gional del Gobierno Regional de Tarapacá.  

Del señor Alcalde de la Municipalidad de 
Santa Bárbara: 

Da respuesta a la consulta, cursada en nom-
bre del Senador señor Navarro, relativa a la 
existencia de ordenanza municipal que deter-
mine zonas preferentes para la instalación de 
antenas de telefonía móvil en esa comuna. 

—Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes 

De la Comisión de Constitución, Legisla-
ción, Justicia y Reglamento, recaído en el pro-
yecto de ley, en primer trámite constitucional, 
que modifica el Código Orgánico de Tribuna-
les para permitir que personas con capacidades 
especiales puedan ser nombradas en los cargos 
de juez o notario (boletín N° 9.372-07) (con 
urgencia calificada de “simple”). 

De la Comisión de Trabajo y Previsión So-
cial, recaído en el proyecto de ley, en segundo 
trámite constitucional, que agrega un nuevo 
artículo 25 ter al Código del Trabajo, estable-
ciendo jornada de trabajo de personal de fe-
rrocarriles (boletín Nº 8.381-13) (con urgencia 
calificada de “simple”).  

—Quedan para tabla.

Mociones 

De los Senadores señores Bianchi, Horvath 
y Navarro, con la que inician un proyecto de 
ley sobre reconocimiento, fomento y amparo 
de los derechos lingüísticos de los pueblos in-
dígenas de Chile (boletín N° 9.412-04). 

—Pasa a la Comisión de Educación, Cul-
tura, Ciencia y Tecnología.  

Del Senador señor Letelier, con la que da 
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inicio a un proyecto de ley que establece como 
feriado nacional el día correspondiente a la 
conmemoración del año nuevo mapuche o we 
tripantu (boletín N° 9.408-06). 

—Pasa a la Comisión de Gobierno, Des-
centralización y Regionalización. 

De los Senadores señoras Allende y Pérez 
San Martín y señores Espina, Harboe y Lete-
lier, con la que inician un proyecto de ley que 
deroga los numerales 1° y 2° del artículo 497 
del Código Civil, relativos a la incapacidad de 
ciegos y mudos para desempeñar toda clase de 
tutelas o curatelas (boletín N° 9.409-07). 

—Pasa a la Comisión de Constitución, 
Legislación, Justicia y Reglamento. 

Del Senador señor Walker, don Patricio, 
con la que da inicio a un proyecto de ley que 
modifica el Código de Aguas para regular la 
caducidad del derecho de aprovechamiento de 
agua (boletín N° 9.413-09). 

—Pasa a la Comisión de Obras Públicas. 
De los Senadores señor Girardi, señora Mu-

ñoz y señores De Urresti, Guillier y Quinta-
na, con la que dan inicio a un proyecto de ley 
que modifica el Código Sanitario en materia 
de aborto por indicaciones terapéuticas, eu-
genésicas o de índole ética social (boletín N° 
9.418-11). 

—Pasa a la Comisión de Salud. 
De los Senadores señores Navarro, Araya, 

Quinteros y Rossi, con la que inician un pro-
yecto que modifica la Ley General de Urba-
nismo y Construcciones en materia de insta-
lación de antenas emisoras y transmisoras de 
servicios de telecomunicaciones (boletín N° 
9.410-15). 

—Pasa a la Comisión de Transportes y 
Telecomunicaciones.

Declaración de inadmisibilidad 

 Moción del Senador señor Bianchi, con la 
que propone un proyecto de ley que modifica el 
Código del Trabajo, para ampliar las causales 
que habilitan la protección del fuero al padre o 

a quien tenga el cuidado personal del menor y 
conceder el derecho al subsidio que contempla 
el artículo 198 del mismo cuerpo legal. 

—Se declara inadmisible por correspon-
der a una materia de la iniciativa exclusiva 
de Su Excelencia la Presidenta de la Repú-
blica, conforme lo dispone el inciso tercero 
del artículo 65 de la Constitución Política de 
la República.

Proyecto de acuerdo 

De los Senadores señores Chahuán, Bian-
chi, García, Lagos y Moreira, con el que soli-
citan a Su Excelencia la Presidenta de la Repú-
blica incorporar, en el proyecto que se enviará 
con el fin de modificar la Ley sobre Casinos de 
Juego, normas con el objeto de prorrogar, a lo 
menos por quince años, el régimen de estable-
cimientos administrados por municipalidades 
y asegurar, además, el resguardo de los dere-
chos laborales de los trabajadores que, al cese 
de aquel, presten servicios en las empresas 
titulares de la concesión (boletín Nº S 1.675-
12). 

—Queda para el Tiempo de Votaciones 
de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitud de desarchivo 

Del Senador señor Navarro, respecto del 
proyecto de ley, del que es autor, sobre adop-
ción de menores por parte de personas solteras, 
divorciadas o viudas (boletín N° 7.639-07). 

—Se accede a lo solicitado, volviendo el 
proyecto al estado en que se encontraba al 
momento de archivarse.

Comunicación 

De la Comisión de Derechos Humanos, Na-
cionalidad y Ciudadanía, con la que informa 
que eligió Presidente al Senador señor Manuel 
Antonio Matta Aragay. 

—Se toma conocimiento.
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El señor ALLIENDE (Prosecretario).– En 
este momento ha llegado a la Mesa el informe 
de la Comisión de Constitución, Legislación, 
Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto 
de ley, en segundo trámite constitucional, que 
establece mejoras para el personal del Servi-
cio Médico Legal (boletín Nº 9.238-07) (con 
urgencia calificada de “discusión inmediata”). 

—En virtud de los acuerdos de Comités, 
queda para la tabla de la presente sesión.

La señora ALLENDE (Presidenta).– Termi-
nada la Cuenta. 

ACUERDOS DE COMITÉS

La señora ALLENDE (Presidenta).– Tiene 
la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).– 
Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los 
siguientes acuerdos: 

1.– Tratar, como si fuera de Fácil Despacho, 
en la sesión ordinaria de hoy el proyecto de 
ley que establece mejoras para el personal del 
Servicio Médico Legal (boletín Nº 9.238-07). 

2.– Incorporar en la tabla de esta sesión la 
iniciativa que modifica el Código Orgánico de 
Tribunales para permitir que personas con ca-
pacidades especiales puedan ser nombradas en 
los cargos de juez o notario (boletín N° 9.372-
07). 

3.– Poner en primer lugar del Orden del Día 
de la sesión ordinaria de mañana el proyecto 
de ley que crea mecanismo de estabilización 
de precios de los combustibles que indica (bo-
letín Nº 9.389-05), siempre que esté despacha-
do el informe de la Comisión de Hacienda. 

4.– Abrir un nuevo plazo para formular in-
dicaciones a las siguientes iniciativas: 

a) La que regula entrevistas grabadas en vi-
deo y otras medidas de resguardo a menores de 
edad víctimas de delitos sexuales (boletín N° 
9.245-07), hasta el lunes 4 de agosto, a las 12, 
las que deberán ser presentadas en la Secreta-
ría de la Comisión de Constitución, Legisla-
ción, Justicia y Reglamento. 

b) La que crea la Superintendencia de Te-
lecomunicaciones (boletín N° 8.034-15), hasta 
el lunes 14 de julio, a las 12, las que deberán 
ser presentadas en la Secretaría de la Comisión 
de Hacienda. 

5.– Celebrar una sesión extraordinaria el 
martes 15 del presente, de 12 a 14.

V. ORDEN DEL DÍA

MEJORAMIENTOS ECONÓMICOS PARA 
PERSONAL DE SERVICIO MÉDICO LEGAL

La señora ALLENDE (Presidenta).– En 
virtud de lo dispuesto en los acuerdos de Co-
mités, corresponde tratar, como si fuera de Fá-
cil Despacho, el proyecto de ley, en segundo 
trámite constitucional, que establece mejoras 
para el personal del Servicio Médico Legal, 
con informe de la Comisión de Constitución, 
Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia 
calificada de “discusión inmediata”. 

—Los antecedentes sobre el proyecto 
(9.238-07) figuran en los Diarios de Sesiones 
que se indican: 

Proyecto de ley: 
En segundo trámite, sesión 23ª, en 10 de 

junio de 2014. 
Informe de Comisión: 
Constitución, Legislación, Justicia y Re-

glamento: sesión 27ª, en 1 de julio de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).– Tiene 

la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).– El 

objetivo principal de la iniciativa es efectuar 
determinados mejoramientos económicos para 
el señalado personal, en cumplimiento de los 
acuerdos alcanzados con las asociaciones de 
profesionales y de funcionarios del Servicio 
Médico Legal. 

La Comisión de Constitución, Legislación, 
Justicia y Reglamento discutió el proyecto so-
lamente en general y aprobó la idea de legislar 
por la unanimidad de sus miembros presentes, 
Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe 
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y Hernán Larraín. 
El texto que se propone acoger se transcri-

be en las páginas 6 a 9 del primer informe del 
órgano técnico y en el boletín comparado que 
Sus Señorías tienen a su disposición.

La señora ALLENDE (Presidenta).– En 
discusión general.  

Tiene la palabra el Senador señor Harboe.
El señor HARBOE.– Señora Presidenta, 

esta iniciativa tuvo su origen en un mensaje 
que el Presidente Sebastián Piñera dirigió a 
la Cámara de Diputados en enero del año en 
curso. 

Su propósito consiste en llevar a efecto de-
terminados mejoramientos económicos para el 
personal del Servicio Médico Legal, en cum-
plimiento de ciertos acuerdos alcanzados por 
el Ejecutivo de entonces con las asociaciones 
de profesionales y de funcionarios de dicho 
Servicio. 

Tales beneficios se expresan a través del 
articulado del proyecto y consisten en lo si-
guiente: 

-El artículo único permanente eleva los 
topes superiores de las plantas de técnicos, 
administrativos y auxiliares, contenidas en el 
artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1, 
del año 2006, del Ministerio de Justicia, en dos 
grados respecto de las dos primeras y en un 
grado respecto de la última. Es decir, se mejo-
ran las plantas en los grados inferiores. 

-El artículo primero transitorio delega fa-
cultades en el Presidente de la República para 
que, dentro del plazo de noventa días, haga a 
las plantas los ajustes que sean consecuencia 
de la regla anterior, pudiendo, además, modifi-
car los correspondientes requisitos de ingreso 
y promoción. 

-El artículo segundo transitorio precisa que 
el encasillamiento de este personal se hará me-
diante una resolución del Director Nacional 
del Servicio, dentro del plazo y con los res-
guardos que allí se señalan. 

-Los artículos tercero y cuarto transitorios 
conceden, por una sola vez, sendos bonos es-

peciales no imponibles: el primero, a determi-
nados profesionales funcionarios regidos por 
la ley N° 15.076, de planta y a contrata, y el 
segundo, a otros profesionales funcionarios re-
gidos por la misma ley. 

-El artículo quinto transitorio otorga un 
bono extraordinario a los funcionarios de plan-
ta y a contrata que se encuentren en los grados 
topes de las plantas de técnicos, administrati-
vos y auxiliares del Servicio, de acuerdo con 
las condiciones que en la misma norma se es-
tablecen. 

-Finalmente, el artículo sexto transitorio 
dispone la imputación del gasto que la aplica-
ción del proyecto importará para el presupues-
to de la nación. 

En la sesión en que se estudió la presente 
iniciativa, el señor Ministro de Justicia infor-
mó sobre los alcances de los referidos bene-
ficios, los cuales, como se ha dicho, no hacen 
más que reflejar los acuerdos alcanzados por 
el Ejecutivo anterior con los funcionarios del 
Servicio Médico Legal.  

Igualmente, dio a conocer el interés del Go-
bierno por avanzar en un análisis general de las 
plantas del referido Servicio, labor que ya se 
está realizando, lo que representará la oportu-
nidad para efectuar todas las correcciones y los 
ajustes que resulten necesarios. Por lo demás, 
estos fueron hechos presentes por los integran-
tes de la Comisión de Constitución, Legisla-
ción, Justicia y Reglamento, en atención a la 
relevancia del Servicio Médico Legal y a la ab-
negada tarea que desempeñan sus trabajadores 
a lo largo del país. 

La Comisión coincidió con el otorgamiento 
de los beneficios contemplados en el proyecto, 
por cuanto tienen como sustento la necesidad 
de incentivar la permanencia del personal de 
esta importante institución y mantener, de este 
modo, el alto estándar de la atención que pres-
ta a la ciudadanía en momentos muy difíciles 
para cualquier persona. 

Por tal razón, la unanimidad de sus 
miembros presentes (Senadores señores 
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Araya, De Urresti, Hernán Larraín y quien 
habla) aprobó la idea de legislar. 

Señora Presidenta, estimamos que, por tra-
tarse de una iniciativa esencialmente hacenda-
ria, en el trámite de segundo informe debiera 
pasar solo a la Comisión de Hacienda. 

Es cuanto puedo informar en esta oportu-
nidad.

La señora ALLENDE (Presidenta).– Tiene 
la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.– Señora Presidenta, 
solo quiero refrendar lo que ha manifestado el 
Presidente de nuestra Comisión. 

Efectivamente hemos estudiado a fondo el 
proyecto y consideramos que, tratándose de 
una revisión inmediata y necesaria al Servicio 
Médico Legal -sin perjuicio de abordar una 
más profunda en el futuro-, corresponde darle 
aprobación. 

En lo fundamental, se busca arreglar la si-
tuación de los técnicos, administrativos y au-
xiliares, que corresponden a las plantas de más 
bajos ingresos de esa institución. Se propone 
un acondicionamiento adecuado de la realidad 
salarial de dicho personal, mediante la realiza-
ción de un nuevo encasillamiento. En ese sen-
tido, se dan atribuciones al Gobierno para que 
haga los ajustes que sean pertinentes. 

Y, adicionalmente, se conceden algunos bo-
nos, lo cual permite regularizar y equiparar la 
situación de esos trabajadores. 

Esta iniciativa se originó en el Gobierno 
anterior y ha sido validada y reforzada por la 
actual Administración; de manera que en esta 
materia ha habido una continuidad de política 
de Estado que se debe reconocer. 

Asimismo, quiero manifestar que la inquie-
tud de nuestra Comisión permitió conocer la 
opinión de los representantes de una de las 
asociaciones gremiales del Servicio Médico 
Legal, parecer que este respaldó totalmente. 
Además, fueron acompañados por la Asocia-
ción Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), 
entidad que los ayudó en las negociaciones 
para llegar al proyecto que nos ocupa. 

Por tanto, señora Presidenta, sugerimos a la 
Sala que apruebe la idea de legislar por unani-
midad, tal cual lo hizo la Comisión de Consti-
tución.  

Sin perjuicio de las mejoras ulteriores que 
se le pueden hacer al Servicio, creemos que 
aquí se da un paso adelante. Y, al contar con 
el respaldo de sus trabajadores, la iniciativa 
debería recibir -reitero- la aprobación unánime 
del Senado. 

He dicho.
La señora ALLENDE (Presidenta).– Tiene 

la palabra el Senador señor De Urresti.
El señor DE URRESTI.– Señora Presiden-

ta, en la Comisión de Constitución se produjo 
absoluta unanimidad acerca de este proyec-
to. Concurrieron a dicho órgano, además del 
Ministro de Justicia, las organizaciones de los 
trabajadores. 

Me sumo a las palabras del Senador Larraín 
en el sentido de que la iniciativa en debate da 
cumplimiento a un acuerdo alcanzado en el 
Gobierno anterior.

El señor MOREIRA.– ¡Gran Gobierno!
El señor DE URRESTI.– Ella va en benefi-

cio de los trabajadores, pues mejora sus remu-
neraciones, sus grados. 

Sí creo importante -el Ministro también lo 
señaló, y participó con nosotros en la Comi-
sión- revisar una normativa que data de hace 
bastante tiempo, para poder efectuar un en-
casillamiento en el Servicio Médico Legal, 
establecer nuevas facultades y atribuciones y 
modificar los grados. 

Del mismo modo, deseo puntualizar que en 
el caso de las Regiones de Arica y Parinacota y 
de Los Ríos, creadas el año 2007, es necesario 
normalizar la situación de los directores regio-
nales del referido Servicio. 

A la vez, cabe consignar que, así como 
avanzamos en mejorar remuneraciones, nive-
lar grados, establecer bonos, es imprescindible 
hacerlo también en materia de infraestructura, 
para que el Servicio Médico Legal tenga con-
diciones adecuadas a lo largo de Chile, toda 
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vez que lleva a cabo una labor de enorme re-
levancia. 

En síntesis, se requiere personal capacitado, 
motivado remuneracionalmente, pero también 
que exista la infraestructura necesaria en todo 
el territorio. 

Por lo expuesto, votaré a favor.
El señor ORPIS.– Señora Presidenta, ¿se 

puede abrir la votación?
La señora ALLENDE (Presidenta).– ¿Ha-

bría acuerdo? 
Acordado. 
En votación general el proyecto. 
—(Durante la votación).
La señora ALLENDE (Presidenta).– Tiene 

la palabra el Senador señor Araya.
El señor ARAYA.– Señora Presidenta, nos 

encontramos ante una iniciativa bastante sen-
cilla pero de mucho impacto en el Servicio 
Médico Legal, tanto más cuanto que se mejo-
ran en forma significativa las remuneraciones, 
especialmente las del personal de grados más 
bajos. 

Como ya lo mencionaron colegas que me 
precedieron en el uso de la palabra, este pro-
yecto es parte de un compromiso adoptado en 
la Administración del Presidente Piñera. Y hoy 
el Gobierno de la Presidenta Bachelet, a través 
del Ministro de Justicia, señor José Antonio 
Gómez, da cumplimiento al acuerdo suscrito. 

Esta iniciativa es esperada por los trabaja-
dores, dado que significa un aumento de remu-
neraciones. 

También es preciso destacar que el Ministro 
de Justicia nos manifestó que el Gobierno con-
cuerda en la necesidad de estudiar las nuevas 
plantas del Servicio Médico Legal, puesto que, 
con ocasión de la reforma procesal penal y de 
las modificaciones relativas a los tribunales de 
familia, dicho ente tiene hoy un rol mucho más 
activo como auxiliar de la administración de 
justicia, especialmente en materia penal. 

Quienes somos de regiones sabemos que 
el Servicio Médico Legal desempeña una fun-
ción importante y que muchas veces no cuenta 

con el personal necesario para llevar a cabo to-
das las tareas que se le encomiendan, que van 
desde el levantamiento de cadáveres en la vía 
pública hasta exámenes de distinto tipo orde-
nados por los tribunales: de lesiones, psicoló-
gicos, de ADN, en fin. 

Esperamos que el compromiso expresado 
por el Ministro José Antonio Gómez sea el im-
pulso que requiere el Servicio Médico Legal 
para constituirse en una entidad acorde con las 
demandas actuales de nuestro país, orientadas 
a que colabore rápidamente en las investiga-
ciones respectivas. 

Termino señalando que los distintos gre-
mios del Servicio Médico Legal están absolu-
tamente de acuerdo con este proyecto e hicie-
ron presente en la Comisión de Constitución la 
necesidad de que se apruebe con celeridad a fin 
de que el Director Nacional proceda al nuevo 
encasillamiento de los funcionarios y de esta 
forma se mejoren las condiciones remunera-
cionales, especialmente las de los trabajadores 
de los grados más bajos.

La señora ALLENDE (Presidenta).– Tiene 
la palabra el Senador señor Navarro para fun-
damentar su voto.

El señor NAVARRO.– Señora Presidenta, 
este proyecto era muy esperado por los funcio-
narios del Servicio Médico Legal. 

Hemos venido apelando permanentemen-
te al Ministerio de Hacienda y a la Dirección 
de Presupuestos para que el Servicio Médico 
Legal cuente con recursos para funcionar tam-
bién los fines de semana. Está claro que esa 
institución debe operar las veinticuatro horas. 
En localidades apartadas, los deudos no pue-
den esperar hasta el día lunes. Por tanto, deben 
ponerse a disposición los fondos necesarios. 

Votaré a favor de esta iniciativa. Pero hago 
presente que revisaremos en la Ley de Presu-
puestos cuál ha sido la evolución del financia-
miento del Servicio Médico Legal en sus trece 
direcciones regionales. 

De manera inmediata, cabe señalar que 
existen quince regiones y trece directores re-
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gionales. 
Por intermedio de la Mesa le planteo al Mi-

nistro que debemos corregir eso. Porque si hay 
quince regiones y solo trece directores regio-
nales, está claro que algunas se encuentran en 
desmedro respecto de las demás. 

Asimismo, se ha de mejorar el Servicio Mé-
dico Legal para brindar la mejor de las aten-
ciones, toda vez que se trata de una entidad 
sometida siempre a cuestionamientos por los 
deudos, la justicia, en fin. Son peritos, y deben 
dar siempre las mayores garantías de transpa-
rencia, de eficacia y de seguridad. 

En tal sentido, si bien se han incrementa-
do los recursos para modernizar los procesos, 
creo que la evaluación del Servicio Médico 
Legal a lo largo del país debe ser un elemento 
fundante del presupuesto que le asignaremos 
para 2015. 

Reitero que votaré a favor. Pero espero que 
cuando concurran a la Comisión Especial Mix-
ta de Presupuestos el Director Nacional del 
Servicio Médico Legal y el Ministro de Justi-
cia tengamos una evaluación de la infraestruc-
tura región por región, de sus falencias, y par-
ticularmente, de las necesidades permanentes 
de personal. 

No quiero que la aprobación de este pro-
yecto deje sentado que con solo aumentar de 
manera justa pero precaria las remuneraciones 
de los funcionarios del Servicio Médico Legal 
ha terminado nuestra preocupación como par-
lamentarios. 

El bono comprometido, de 183.000 pesos 
-si mal no recuerdo-, a entregarse por una sola 
vez, no es imponible.  

En tal sentido, quiero reiterar que hemos 
venido peleando por que los bonos de esta 
índole sean imponibles. Si no, al final se tra-
ducen en una merma importante de las jubi-
laciones tanto para los funcionarios adscritos 
a las AFP como para los del IPS (la inmensa 
mayoría está en las AFP). 

Cuando otorgamos un beneficio que se ha 
ganado -porque se trata de un reconocimiento 

a una tarea cumplida y, por tanto, que debiera 
formar parte de las remuneraciones de manera 
permanente-, al hacerlo no imponible estamos 
entregándoles plata a los trabajadores, pero no 
incrementando sus fondos previsionales. 

Más allá del debate acerca de la AFP esta-
tal -reitero que es absolutamente insuficiente, 
pero constituye un paso para discutir la re-
forma profunda del sistema previsional-, está 
claro que el sistema debe apuntar a un mayor 
ahorro. No obstante, si el Estado propicia el 
ahorro de esa manera, estamos equivocados.  

Debería ser regla permanente que cuando 
el empleador fuera el Estado ningún recurso 
entregado a los trabajadores (remuneraciones, 
premios, pagos de servicio) tuviera carácter no 
imponible. ¡Todos tienen que ser imponibles! 

Con esa observación, entendiendo que en 
esta etapa de la discusión del proyecto cual-
quier pronunciamiento en contra podría perju-
dicar la rapidez de su tramitación, voto a favor. 

¡Patagonia sin represas, aún, señora Presi-
denta! 

¡No más AFP! 
¡Nueva Constitución, ahora!
El señor MOREIRA.– ¡Matrimonio iguali-

tario…!
El señor LABBÉ (Secretario General).– 

¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?
La señora ALLENDE (Presidenta).– Termi-

nada la votación. 
—Se aprueba en general el proyecto (23 

votos a favor y 2 pareos). 
Votaron por la afirmativa las señoras 

Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer 
y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Co-
loma, De Urresti, García-Huidobro, Harboe, 
Horvath, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Na-
varro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quinta-
na, Rossi y Patricio Walker. 

No votaron, por estar pareados, los seño-
res Guillier y Tuma.

La señora ALLENDE (Presidenta).– Tiene 
la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.– Señora Presidenta, 
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consulto si la Sala acogió la petición que for-
muló la Comisión de Constitución en el sen-
tido de que la iniciativa recién aprobada, por 
contener una modificación relacionada emi-
nentemente con Hacienda, pasara en su discu-
sión particular en forma exclusiva a la Comi-
sión de Hacienda.

La señora ALLENDE (Presidenta).– Señor 
Senador, la Mesa iba a plantear eso después de 
que se proclamara el resultado de la votación. 

¿Hay acuerdo para que el proyecto sea tra-
tado en particular solo por la Comisión de Ha-
cienda? 

Acordado. 
Tiene la palabra el señor Ministro.
El señor GÓMEZ (Ministro de Justicia).– 

Señora Presidenta, en primer lugar, deseo se-
ñalar que la iniciativa recién aprobada, que 
viene de la Administración anterior, es fruto de 
un acuerdo entre los funcionarios y el Gobier-
no del Presidente Piñera. Nosotros modifica-
mos algunos puntos; sin embargo, tiene pleno 
respaldo de los trabajadores. 

Se sabe que el Servicio Médico Legal es 
una institución pequeña, pero importante. De 
hecho, muchos parlamentarios han sido objeto 
de llamados cuando se ha producido un acci-
dente y debe intervenir dicha institución. 

En tal sentido, estamos trabajando en una 
fórmula para potenciar al referido Servicio. 

En cuanto a la iniciativa que nos ocupa, 
quiero hacer algunas precisiones, con respeto 
a los señores Senadores. 

En primer término, estamos hablando de 
un aumento de dos grados para los estamentos 
de técnicos, de auxiliares y de administrativos 
-esto se hace por primera vez en muchos años 
en el Servicio Médico Legal-, lo cual benefi-
ciará a quienes están topados en el grado. Esta 
medida favorecerá a 176 funcionarios. La si-
tuación de otros ya había sido resuelta con las 
propias plantas y los grados que había al inte-
rior de aquel organismo. 

En segundo lugar, debo aclarar que el bono 
referido a la parte remuneracional de los tra-

bajadores es imponible. Sin embargo, no lo es 
el que se les entrega a los peritos, médicos y 
profesionales, porque se trata de un beneficio 
limitado a tres años. Esta es la razón por la cual 
aparece como no imponible. No obstante -re-
itero-, el bono para los otros funcionarios es 
imponible. Así lo establece la ley en proyecto. 

Finalmente, agradezco al Senado la apro-
bación en general de la iniciativa. Estamos 
intentando que la vea mañana la Comisión de 
Hacienda y que en la tarde pase a la Sala para 
aprobarla en particular. 

Gracias, señora Presidenta.
La señora ALLENDE (Presidenta).– Como 

ya se acordó, el proyecto será analizado en 
particular por la Comisión de Hacienda. 

Esperamos que tenga una tramitación rápi-
da, para darle curso mañana mismo, si es po-
sible.

CONVENIO SOBRE TRANSPORTE AÉREO 
ENTRE CHILE Y EL SALVADOR

La señora ALLENDE (Presidenta).– En 
seguida, corresponde ocuparse en el proyecto 
de acuerdo, en segundo trámite constitucional, 
que aprueba el “Convenio sobre Transporte 
Aéreo entre el Gobierno de la República de 
Chile y el Gobierno de la República de El Sal-
vador”, suscrito en Santiago de Chile el 27 de 
enero de 2013, con informe de la Comisión de 
Relaciones Exteriores. 

—Los antecedentes sobre el proyecto 
(9.163-10) figuran en los Diarios de Sesiones 
que se indican: 

Proyecto de acuerdo: 
En segundo trámite, sesión 82ª, en 23 de 

diciembre de 2013. 
Informe de Comisión: 
Relaciones Exteriores: sesión 26ª, en 18 

de junio de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).– Tiene 

la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).– El 

objetivo principal que se persigue es establecer 
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cielos abiertos con El Salvador. 
La Comisión de Relaciones Exteriores dis-

cutió en general y en particular este proyecto 
de acuerdo, por ser de artículo único, y lo apro-
bó por la unanimidad de sus miembros presen-
tes, Senadores señores García-Huidobro, Lete-
lier y Pizarro.

La señora ALLENDE (Presidenta).– En 
discusión general y particular. 

Tiene la palabra el Honorable señor García-
Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.– Señora 
Presidenta, el informe de la Comisión de Re-
laciones Exteriores da cuenta de que acogió el 
proyecto de acuerdo, en segundo trámite cons-
titucional, que aprueba el “Convenio sobre 
Transporte Aéreo entre el Gobierno de la Re-
pública de Chile y el Gobierno de la República 
de El Salvador”. 

Se trata de un mensaje que en su oportuni-
dad envió el Presidente Sebastián Piñera, y el 
instrumento corresponde al tipo de convenios 
de transporte aéreo denominados “de cielos 
abiertos”. 

La celebración de este Convenio se enmar-
ca en la política aerocomercial que ha seguido 
nuestro país desde hace varias décadas para 
conseguir la mayor apertura de cielos con los 
demás países y lograr así los objetivos que in-
forman dicha política, esto es, libre ingreso a 
los mercados, libertad tarifaria y mínima inter-
vención de la autoridad reguladora o aeroco-
mercial. 

El presente Convenio se negoció el año 
2012 y se halla entre los más abiertos suscritos 
por Chile, en armonía con otros convenios li-
berales celebrados con países de Centroaméri-
ca y el Caribe. Además, se enmarca plenamen-
te en los objetivos de la política aérea nacional. 

Es importante señalar que el ARTÍCULO 2 
contempla los derechos de tráfico de primera 
libertad (sobrevuelo); segunda libertad (escala 
técnica); tercera y cuarta libertades (derecho 
a prestar servicios regulares y no regulares, 
combinados de pasajeros, carga y correo o ex-

clusivos de carga, entre los territorios de am-
bos países); quinta libertad (derecho a otorgar 
dichos servicios entre el territorio de la con-
traparte y cualquier tercer país, directamente); 
sexta libertad (derecho a prestar los mismos 
servicios entre el territorio de la contraparte 
y cualquier tercer país, pero pasando por su 
propio territorio), y séptima libertad, para los 
servicios de carga exclusiva; es decir, el servi-
cio se opera sin comprender ningún punto del 
territorio de la Parte que designa la línea aérea. 

Debo destacar que no se imponen limita-
ciones a los servicios aéreos en cuanto a rutas, 
frecuencias y material de vuelo, sea propio o 
arrendado, los cuales pueden prestarse con la 
mayor flexibilidad de operación. 

El Convenio no exige que la propiedad 
sustancial y el control efectivo de la empresa 
aérea se encuentren en manos de la Parte que 
designan las líneas aéreas o de sus nacionales, 
lo que favorece la inversión extranjera. 

En cambio, establece que las empresas de-
signadas deben estar legalmente constituidas y 
tener la oficina principal de sus negocios en el 
territorio de la Parte que las designa, así como 
encontrarse en condiciones de cumplir las le-
yes y reglamentos que normalmente se aplican 
y exigen a las operaciones aéreas comerciales. 

Señora Presidenta, también es del caso se-
ñalar que, para los efectos de operar los servi-
cios acordados, el Convenio, en su ARTÍCU-
LO 6, dispone que ambas Partes reconocerán 
como válidos los certificados de aeronavegabi-
lidad y de competencia y las licencias emitidas 
por la otra Parte. 

Asimismo, las Partes se comprometen a 
cumplir las normas de seguridad operacional 
dictadas por la otra Parte para la obtención 
del Certificado de Operador Aéreo (AOC) y 
las emanadas de la Organización de Aviación 
Civil Internacional (OACI), pudiendo revisar 
y verificar la documentación de las aeronaves, 
las licencias de las tripulaciones y las condi-
ciones de las aeronaves, así como consultar en 
cualquier momento sobre estándares de segu-
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ridad de la otra Parte. Se reservan, además, el 
derecho a revocar los permisos si no se adop-
tan las medidas correctivas en materia de segu-
ridad operacional. 

Por último, el Convenio consigna en su 
ARTÍCULO 11 el principio de justa e igual 
oportunidad de competir en la prestación 
de los servicios de transporte aéreo y de re-
gulación de la oferta por parte de las líneas 
aéreas de cada Parte. 

Señora Presidenta, en la Comisión de Rela-
ciones Exteriores aprobamos por unanimidad 
este proyecto de acuerdo porque creemos que 
resulta muy importante mantener la política de 
cielos abiertos con la mayor cantidad de na-
ciones. 

He dicho.
La señora ALLENDE (Presidenta).– Ofrez-

co la palabra. 
Ofrezco la palabra. 
Cerrado el debate. 
En votación. 
Se están tocando los timbres para que los 

Senadores que se encuentran en Comisiones 
bajen a votar.

El señor LABBÉ (Secretario General).– 
¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).– Termi-
nada la votación. 

—Se aprueba en general y en particular 
el proyecto de acuerdo (19 votos a favor y 
un pareo). 

Votaron por la afirmativa las señoras 
Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rys-
selberghe y los señores Allamand, De Urres-
ti, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Her-
nán Larraín, Matta, Moreira, Navarro, Pérez 
Varela, Prokurica, Quintana, Rossi e Ignacio 
Walker. 

No votó, por estar pareado, el señor Gui-
llier.

ACCESO DE PERSONAS CON 
CAPACIDADES ESPECIALES A CARGOS 

DE JUEZ O DE NOTARIO

La señora ALLENDE (Presidenta).– Con-
forme a lo resuelto por los Comités, correspon-
de discutir en general el proyecto de ley, en 
primer trámite constitucional, que modifica el 
Código Orgánico de Tribunales para permitir 
que personas con capacidades especiales sean 
nombradas en los cargos de juez o de notario, 
con informe de la Comisión de Constitución, 
Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia 
calificada de “suma”.  

—Los antecedentes sobre el proyecto 
(9.372-07) figuran en los Diarios de Sesiones 
que se indican: 

Proyecto de ley: 
En primer trámite, sesión 20ª, en 3 de ju-

nio de 2014. 
Informe de Comisión: 
Constitución, Legislación, Justicia y Re-

glamento: sesión 27ª, en 1 de julio de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).– Tiene 

la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).– El 

objetivo de esta iniciativa es suprimir en el 
Código Orgánico de Tribunales las normas 
que impiden que las personas sordas, ciegas 
o mudas desempeñen los cargos de juez o de 
notario. Ello se enmarca en el propósito global 
de eliminar de nuestro ordenamiento jurídico 
los preceptos legales que pugnen con las reglas 
y principios que consagran la igualdad ante la 
ley y la no discriminación arbitraria, permi-
tiendo la plena inclusión y el ejercicio de sus 
derechos fundamentales por todos los habitan-
tes de la república y, con ello, dando cumpli-
miento a las obligaciones internacionales que 
pesan sobre el Estado de Chile en esta materia. 

La Comisión de Constitución, Legislación, 
Justicia y Reglamento hace presente que, no 
obstante tratarse de una iniciativa de artículo 
único y haberla discutido en general y en par-
ticular, acordó proponer a la Sala que apruebe 
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solo la idea de legislar, con el propósito de que 
se fije plazo para formular indicaciones al tex-
to contenido en su informe. 

Dicho órgano técnico aprobó en general el 
proyecto por la unanimidad de sus miembros 
presentes, Senadores señores Espina, Harboe y 
Larraín, y, con igual votación, también en par-
ticular, con las modificaciones que consigna en 
el referido documento. 

Cabe hacer presente que el numeral 1) del 
artículo único es orgánico constitucional, por 
lo que para su aprobación se requieren al me-
nos 22 votos favorables. 

El texto que se propone aprobar en general 
se transcribe en la página 57 del primer infor-
me y en el boletín comparado puesto a disposi-
ción de Sus Señorías.

La señora ALLENDE (Presidenta).– En 
discusión general el proyecto. 

Tiene la palabra el Senador señor Harboe.
El señor HARBOE.– Señora Presidenta, 

estamos iniciando el estudio en general de un 
proyecto de su autoría, en conjunto con las 
Honorables señoras Carolina Goic y Adriana 
Muñoz y dos de los miembros de la Comisión 
de Constitución, Legislación y Justicia, el Se-
nador Alberto Espina y quien habla. 

Esta iniciativa se enmarca en el propósito 
global de eliminar de nuestro ordenamiento ju-
rídico los preceptos legales que pugnen con las 
reglas y principios que consagran la igualdad 
ante la ley y la no discriminación arbitraria, 
permitiendo la plena inclusión de todos los ha-
bitantes de la república y el ejercicio de sus de-
rechos fundamentales, especialmente, en este 
caso, en lo que dice relación con el ingreso a 
cargos y empleos públicos y la obligación del 
Estado de adoptar las medidas necesarias para 
favorecer el desarrollo laboral y personal de 
todos los ciudadanos, sin distinción. 

Para contextualizar el estudio de este pro-
yecto, cabe tener presente que nuestra Carta 
Fundamental prohíbe, en el inciso segundo del 
numeral 2° del artículo 19, los actos que im-
porten algún tipo de discriminación arbitraria. 

En aquella línea, debe recordarse que el Es-
tado de Chile ha suscrito y ratificado tratados 
internacionales que impiden la realización de 
actos de discriminación arbitraria en el ámbito 
de la discapacidad, instrumentos que ya for-
man parte de nuestra normativa interna. Es el 
caso de la Convención Internacional de las Na-
ciones Unidas sobre los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad, que es parte de nuestra 
legislación desde septiembre de 2008. 

La referida Convención establece en su artí-
culo 1 que su propósito es “promover, proteger 
y asegurar el goce pleno y en condiciones de 
igualdad de todos los derechos humanos y li-
bertades fundamentales por todas las personas 
con discapacidad, y promover el respeto de su 
dignidad inherente.”. 

En seguida define la “discriminación por 
motivos de discapacidad”, una de cuyas for-
mas es la denegación de ajustes razonables 
para las personas que la sufren. Y el precepto 
respectivo enuncia luego un extenso y detalla-
do conjunto de compromisos para los Estados 
Partes, entre los cuales figuran, por ejemplo, el 
de promover el acceso de las personas con dis-
capacidad a los nuevos sistemas y tecnologías 
de la información y el de emplear en el sector 
público a quienes tienen esa condición. 

Cabe tener en cuenta igualmente que, en el 
plano interno, nuestro país ha ido avanzando 
en la materia. Muestra de ello es la dictación 
de la ley N° 20.609, de 24 de julio de 2012, que 
establece medidas contra la discriminación; 
contiene una definición de “discriminación 
arbitraria” donde se incluye la discriminación 
fundada en motivos tales como la discapaci-
dad, y consagra una acción de no discrimina-
ción arbitraria. 

En dicho contexto, el proyecto en debate 
propone concretamente eliminar de nuestro 
Código Orgánico de Tribunales las normas 
que impiden que las personas sordas, ciegas o 
mudas sean jueces o notarios. 

Originalmente, el texto del proyecto inicia-
do en moción de la señora Presidenta del Se-
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nado y otros colegas agregaba a dicho Código 
un precepto que obligaba al Poder Judicial a 
implementar las medidas necesarias para que 
personas con capacidades especiales desempe-
ñaran adecuadamente los cargos de juez o de 
jueza y a capacitar a los funcionarios depen-
dientes de ellas para que colaboraran de mane-
ra correcta en la interacción. 

Esa disposición, por las razones que expon-
dré más adelante, se suprimió. 

Dada la naturaleza del proyecto, la Comi-
sión estimó necesario conocer la opinión del 
Ejecutivo, representado por el señor Ministro 
de Justicia; del Poder Judicial, representado 
por el señor Presidente de la Excelentísima 
Corte Suprema; del Colegio de Abogados de 
Chile A.G.; de la Asociación Nacional de Ma-
gistrados del Poder Judicial; de la Asociación 
de Notarios, Conservadores y Archiveros Judi-
ciales de Chile, y, obviamente, de la Dirección 
Nacional del Servicio Nacional de la Discapa-
cidad (SENADIS). 

Igualmente, en dicho órgano técnico se ana-
lizó un estudio de la Biblioteca del Congreso 
Nacional acerca de la experiencia de otros paí-
ses que, en una forma u otra, ya han dejado 
atrás las limitaciones en comento para permitir 
que personas con discapacidades sensoriales, 
particularmente las no videntes, sirvan el cargo 
de juez. De manera específica se analizaron los 
casos de Brasil, Estados Unidos, Perú, España, 
Francia, Holanda y Reino Unido. 

Las exposiciones escuchadas, la experien-
cia comparada tenida a la vista y el examen de 
la normativa vigente sobre la materia pusieron 
de manifiesto la pertinencia de aprobar la ini-
ciativa en estudio, pues da cuenta de la nueva 
visión que se tiene sobre las discapacidades 
sensoriales en el ámbito laboral. 

Tal visión asigna al Estado una activa res-
ponsabilidad en cuanto a observar los deberes 
que le imponen los compromisos internacio-
nales contraídos, que incluyen, por ejemplo, 
la adopción de las medidas legislativas con-
ducentes a hacer efectivos los derechos de las 

personas con capacidades especiales; derogar 
las leyes que constituyan discriminación con-
tra ellas; salvaguardar el ejercicio de su dere-
cho al trabajo; como se ha dicho, promover su 
acceso a los nuevos sistemas y tecnologías de 
la información, y emplearlas en el sector pú-
blico. 

Por otra parte, esa nueva visión sobre los 
derechos de las personas con capacidades es-
peciales manda que los cargos que desempe-
ñen tengan que adaptarse y adecuarse para que 
tanto al rendir los respectivos exámenes cuan-
to, más tarde, al ejercer las funciones pertinen-
tes logren la igualdad de condiciones con otros 
postulantes o con otros funcionarios. 

De ese modo, los miembros presentes de 
la Comisión de Constitución, Legislación, 
Justicia y Reglamento apoyaron unánime-
mente la idea de legislar. 

En seguida, al realizarse la discusión en 
particular, se planteó la necesidad de dilucidar 
la admisibilidad del numeral 1) del artículo 
único del proyecto, pues, tal como se plantea-
ba, suponía que su aplicación práctica iba a 
irrogar nuevos gastos para el Poder Judicial, 
lo que requería, en consecuencia, una indica-
ción del Ejecutivo y el correspondiente trámite 
en la Comisión de Hacienda durante el estudio 
del segundo informe. 

Esa disposición, en definitiva, fue desecha-
da, con el objeto de darle al Gobierno la opor-
tunidad de resolver si apoyará las obligaciones 
allí contempladas para el Poder Judicial y las 
acompañará de la correspondiente dotación de 
recursos. 

En lo personal, sostuve que bien podría 
considerarse que la actual redacción del artí-
culo 256 del Código Orgánico de Tribunales, 
que impide explícitamente a las personas cie-
gas, sordas y mudas ejercer el cargo de juez, 
adolece de un vicio de constitucionalidad por 
contravenir las exigencias que plantea la Con-
vención de las Naciones Unidas sobre los De-
rechos de las Personas con Discapacidad. En 
efecto, al encontrarse dicho Tratado vigente 
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en nuestro medio, se ha producido una de-
rogación tácita de aquella regla del referido 
Código y, en tal sentido, sería una obligación 
actual para el Poder Judicial y el Estado la im-
plementación de las medidas necesarias para 
materializar el ejercicio de los cargos de juez y 
de notario por las personas con discapacidades 
sensoriales como las señaladas.  

Bajo ese entendido, podría parecer innece-
sario establecer dicha obligación mediante una 
nueva ley.  

No obstante, considerando que ante la en-
trada en vigor de un instrumento internacional 
en el plano interno tradicionalmente se ha op-
tado por actualizar y adecuar en forma explíci-
ta las demás normas internas relacionadas con 
él, parece preferible seguir la senda reseñada 
por el proyecto en debate y consagrar expre-
samente la obligación que se propone para el 
Poder Judicial. 

Asimismo, sostuve en la Comisión que 
debía examinarse el carácter de las funciones 
jurisdiccionales y registrales a la hora de veri-
ficar la viabilidad de la iniciativa, pues podrían 
surgir dudas, particularmente en el caso de los 
notarios. 

La función jurisdiccional establece que el 
encargado de impartir justicia es el juez, quien, 
en consecuencia, tiene la obligación de recibir 
la prueba, ponderarla, razonar y, finalmente, 
dirimir la contienda sometida a su conocimien-
to. 

En el proceso de recibir la prueba, algunas 
de las discapacidades sensoriales de que trata 
el proyecto podrían generarle una dificultad al 
magistrado; sin embargo, ella será de alcance 
particular y no afectará al proceso en su con-
junto. 

Aun más: si la prueba consistiere en una fo-
tografía o en un video, específicamente para su 
apreciación bien podría acudirse a la tecnolo-
gía o al mecanismo de la subrogación parcial. 

En consecuencia, es factible decir con pro-
piedad que hoy existen los medios tecnológi-
cos o de subrogación necesarios para suplir 

una deficiencia sensorial de modo que un juez 
aprecie adecuadamente la prueba. 

Por el contrario, tratándose de la función 
registral, la situación difiere completamente, 
pues el rol del notario implica que dé fe de cir-
cunstancias muy determinadas, tales como la 
de que la persona que suscribe un instrumento 
es quien dice ser. 

De lo anterior se colige que la naturaleza de 
la función registral puede suponer una dificul-
tad de mayor entidad para la operatividad del 
proyecto en discusión. 

En todo caso, serán la etapa del segundo 
informe y la instancia de presentación de indi-
caciones la oportunidad para zanjar las dudas 
planteadas. 

En definitiva, el texto resultante del aná-
lisis habido en la Comisión de Constitución 
se ha sometido ahora a discusión general 
en la Sala al objeto de posibilitar la presen-
tación de las indicaciones necesarias para 
introducir los ajustes y complementos nor-
mativos que el proyecto requiere y darle al 
Ejecutivo la oportunidad de evaluar los as-
pectos suprimidos, que son de su iniciativa 
exclusiva. 

Finalmente, en mi carácter de Presidente de 
la Comisión de Constitución, Legislación, Jus-
ticia y Reglamento, le sugiero a esta Honorable 
Sala aprobar en general el proyecto en debate, 
toda vez que terminará con una discriminación 
arbitraria, y a mi juicio también inconstitucio-
nal, que hoy margina de la carrera judicial a las 
personas con capacidades diferentes o disca-
pacidades sensoriales.  

Es cuanto puedo informar, señora Presiden-
ta. 

La señora ALLENDE (Presidenta).– ¿Le 
parece a la Sala abrir la votación?  

Acordado.  
En votación general el proyecto. 
—(Durante la votación).
La señora ALLENDE (Presidenta).– Tiene 

la palabra el Senador señor Hernán Larraín.
El señor LARRAÍN.– Señora Presidenta, 
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seré muy breve, después de la extensa y com-
pleta exposición que hizo el señor Presidente 
de la Comisión de Constitución. 

Intervengo fundamentalmente para felicitar 
a los autores de la moción que dio origen a la 
iniciativa en debate. 

Y empiezo por usted, señora Presidenta, 
pues ha llevado la idea a proyecto, acompaña-
da por otros señores Senadores. Ello demues-
tra que nuestro país está asumiendo en forma 
seria y completa la realidad de las personas 
con capacidades diferentes. 

En mi concepto, la igualdad no solo debe 
ser de equilibrios matemáticos, sino también, 
sobre todo, de búsqueda de dignidades equi-
valentes.  

Quienes tienen capacidades diferentes nor-
malmente sufren de todo tipo de discrimina-
ción y postergación. Algunas, por ley. Es el 
caso de las que estamos examinando ahora. 

Ello resulta bastante contradictorio. Por 
ejemplo, en la actualidad una persona no vi-
dente, sorda o muda puede ser abogado y, sin 
embargo, está imposibilitada de desarrollar 
plenamente sus potencialidades en el ámbito 
profesional. 

Se trata de algo con lo cual se nace. Pero, 
como si hubiera sido parte de una cultura, al-
gunas personas, por diversas situaciones que 
las afectaban en sus capacidades, no podían 
desempeñarse con todo su potencial en la to-
talidad de los ámbitos. Y eso, ciertamente, no 
tenía justificación. 

La legislación que prohíbe cualquier tipo de 
discriminación es una señal muy poderosa en 
muchos sentidos. La ley en proyecto también 
lo será. Porque las personas con discapacida-
des no tienen fuerza política que las represente 
en forma clara y no siempre disponen del espa-
cio necesario para hacer oír su voz.  

De ahí que la normativa antidiscriminación 
haya sido muy importante para la inclusión de 
esas personas. Y el proyecto en debate, que les 
permite a quienes tienen capacidades especia-
les desempeñarse como juez o como notario, 

también va en la dirección correcta. 
De otro lado, comparto la inquietud mani-

festada por el señor Presidente de la Comisión 
de Constitución en cuanto al numeral del artí-
culo único que no pudo aprobarse por ser in-
admisible, atendidas las razones que se dieron 
en la Sala. Sin embargo, el Ejecutivo compro-
metió su incorporación. Creo que con ello la 
iniciativa quedará bien perfilada. 

De todas maneras, el objetivo del proyecto 
ya se cumple con los numerales ya aprobados, 
que derogan las prohibiciones en comento. 

Empero, parece del caso, en la medida que 
haya necesidades de adaptación para el mejor 
desempeño de personas con capacidades dife-
rentes, tomar prevenciones. Y el Poder Judicial 
debe dar facilidades, para evitar cualquier in-
quietud que pudiera surgir a ese respecto.  

Por lo tanto, se requiere una indicación del 
Ejecutivo para completar y perfeccionar la ini-
ciativa que nos ocupa.  

Es cuanto quería manifestar, señora Presi-
denta. Y reitero mis felicitaciones tanto a us-
ted cuanto a quienes la acompañaron en este 
proyecto, que es de gran envergadura y tiene 
mucho sentido humanitario.  

He dicho.
El señor TUMA (Vicepresidente).– Tiene la 

palabra la Senadora señora Allende. 
La señora ALLENDE.– Señor Presidente, 

en primer término, quiero saludar a quienes 
nos acompañan en las tribunas: a Darío Alfaro, 
estudiante de Derecho no vidente, quien fue el 
inspirador de este proyecto de ley, y a algunos 
integrantes de la Fundación Sin Odio, que apo-
ya la plena inclusión de las personas. 

Les agradezco su presencia. 
Honorables colegas, inspiró la presenta-

ción de este proyecto un reportaje televisivo 
que mostraba la frustración de Darío Alfaro, 
joven discapacitado visual que, tras sacar ade-
lante sus estudios con gran esfuerzo, cursa 5° 
año de Derecho. ¿Por qué? Por la imposibili-
dad de cumplir su deseo de formar parte de la 
judicatura debido a que una norma del Código 
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Orgánico de Tribunales que ya tiene 71 años 
de vigencia les impide a las personas ciegas, 
sordas o mudas ser juez o notario.  

En segundo lugar, quiero agradecer a quie-
nes me acompañaron en la presentación de la 
moción pertinente: los Senadores señoras Ca-
rolina Goic y Adriana Muñoz y señores Alber-
to Espina y Felipe Harboe. 

Asimismo, expreso mi gratitud a la Comi-
sión de Constitución por la presteza con que 
analizó este proyecto, tras escuchar a una se-
rie de personeros connotados (Presidente de 
la Corte Suprema, Presidenta del Colegio de 
Abogados, Director de SENADIS, etcétera). 

Siento en este instante una enorme satis-
facción, señor Presidente, pues tenemos la 
oportunidad histórica de avanzar en un Chile 
que deja atrás legislaciones completamente 
obsoletas, por las tecnologías existentes, que 
les permiten a las personas con discapacida-
des visuales o de otro tipo ejercer plenamente 
sus profesiones y cumplir su deseo de aportar 
a nuestro país.  

Es importante que seamos capaces de dejar 
en el pasado las discriminaciones arbitrarias 
y ponernos al día en el cumplimento de las 
normativas que nosotros mismos aprobamos, 
como la Convención Internacional de las Na-
ciones Unidas sobre los Derechos de las Per-
sonas con Discapacidad, ratificada en nuestra 
Sala y publicada el 17 de septiembre de 2008, 
entre otras. 

Además, también avanzamos, como aquí se 
ha mencionado, en el intento de eliminar todas 
las formas de discriminación arbitraria. Como 
todos sabemos, la ley N° 20.422, más conoci-
da como “Ley Zamudio”, adquirió particular 
relevancia. 

Y, por eso, estimo extraordinariamente im-
portante dar un paso más. 

A la Biblioteca del Congreso Nacional se 
le solicitó hacer un estudio de derecho com-
parado, y podemos observar que países como 
Brasil, Perú, Estados Unidos y España, entre 
otros, cuentan con normas que específicamen-

te les permiten a personas con capacidades es-
peciales o diferentes, por ejemplo, acceder a la 
magistratura. 

En virtud de estas razones, creo que el Se-
nado tiene que acoger en general la iniciativa. 

Comparto la idea de que la Comisión de 
Constitución revise el proyecto, aunque este 
sea de artículo único. Pero me parece que de-
beríamos ver cómo se puede facilitar la pro-
bable adaptación que se requerirá una vez 
que sea despachado y se transforme en ley, 
para que se logre el pleno funcionamiento de 
sus disposiciones; para que no quede en letra 
muerta; para que realmente seamos capaces de 
dar un paso sustantivo, como corresponde, y 
eliminar lo que hoy día parece inconcebible: 
que el Código Orgánico de Tribunales especí-
ficamente impide que personas ciegas, sordas 
o mudas ingresen a la carrera de magistrado. 

Espero, en consecuencia, que mis colegas 
nos acompañen en aprobar el texto, que pasará 
después al órgano técnico, y consideraremos 
si hace falta una cierta gradualidad. El propio 
Ejecutivo podría formular alguna sugerencia 
respecto a si se necesitaría algún tipo de capa-
citación. Ello, de acuerdo con la experiencia 
internacional y con la que personalmente he 
tenido. 

En efecto, hace muchos años que colaboro 
con la Organización Nacional de Ciegos Espa-
ñoles, lo que me ha permitido conocer muy de 
cerca cómo los avances tecnológicos han he-
cho factible que personas con discapacidad vi-
sual, parcial o total, se incorporen plenamente 
a la sociedad. Me refiero a aquellas que cursan 
estudios superiores. Hoy día, perfectamente se 
puede pasar desde un computador, con un pro-
grama, a lenguaje Braille, y viceversa. Existen 
muchísimas posibilidades que con anterioridad 
eran completamente desconocidas o inima-
ginables. Por eso mismo, resulta insostenible 
que mantengamos normas como las vigentes. 

Espero que, una vez vuelto de la Comisión, 
aprobemos el proyecto en particular, que se 
envíe a la Cámara y que finalmente sea una ley 
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de la República y podamos decir, como en el 
caso de la “Ley Zamudio”, que constituye un 
paso más en un país capaz de democratizarse. 
¿Y eso qué quiere decir? Que se acepta la di-
versidad; que se quiere la plena inclusión de 
las personas con grados de discapacidad o con 
capacidad diferente, y que no se hacen discri-
minaciones arbitrarias, a diferencia de lo que 
en la actualidad ocurre expresamente. 

Además, deseo plantear particularmente mi 
satisfacción esta tarde por el hecho de que el 
señor Presidente de la Corte Suprema, la pro-
pia señora Presidenta del Colegio de Abogados 
y casi todas las autoridades se manifestaron en 
términos muy positivos respecto de la iniciati-
va, señalando, sí, que probablemente es nece-
sario hacer algunos ajustes para el ejercicio en 
plenitud del derecho de que se trata. 

Quiero reiterar, desde esta Sala, mis felici-
taciones a Darío Alfaro, estudiante de Derecho 
no vidente que nos acompaña e inspirador de la 
normativa en estudio, a quien le digo que per-
severe en sus esfuerzos. Espero que el proyec-
to sea ley en el momento en que se reciba de 
abogado y que entonces pueda ingresar, como 
lo desea, a la carrera en el Poder Judicial. 

Constituiría un tremendo orgullo exponer el 
logro de haber dictado una ley de la República 
que terminó con un obstáculo injusto, arbitra-
rio, insostenible, y que el país ha avanzado un 
paso más en su plena democratización y en la 
inclusión de las personas con discapacidad. 

He dicho.
El señor TUMA (Vicepresidente).– Tiene la 

palabra el Honorable señor Pérez Varela.
El señor PÉREZ VARELA.– Señor Presi-

dente, no cabe duda de que este es un proyecto 
de la mayor trascendencia, que pone fin a una 
discriminación sin ningún sustento, y creo que 
con las modificaciones del Código Orgánico 
de Tribunales estamos dando un paso extraor-
dinariamente positivo. Y, por eso, quiero su-
marme a las felicitaciones del Senador señor 
Larraín a quienes lo presentaron, como tam-
bién a quienes lo inspiraron, porque me parece 

que esta Corporación, al avanzar en la materia, 
está verificando claramente un acto de justicia. 

Conozco un sinnúmero de profesionales 
ciegos, sordos o mudos, de gran brillantez, y 
es absolutamente incomprensible que una dis-
posición les impida ejercer funciones de la re-
levancia de las propias del Poder Judicial. En 
consecuencia, estamos por entero de acuerdo 
con la derogación que llevaremos a cabo en el 
artículo 256 del cuerpo legal citado, para hacer 
posible que los mencionados en la disposición 
-en el número 2, los sordos; en el número 3, los 
mudos, y en el número 4, los ciegos- accedan 
a ellas. 

A mi juicio, la iniciativa en debate va a ob-
tener, sin duda, un apoyo unánime. Mi pregun-
ta, al escuchar a la señora Presidenta y a mi co-
lega Larraín, es si será suficiente la aprobación 
de la medida que nos ocupa. Creo que un paso 
insustituible que necesariamente tenemos que 
abordar es el establecimiento de normas, obli-
gaciones, recursos, a fin de que estas personas 
se encuentren en igualdad de condiciones para 
el ejercicio de los cargos. 

Y deseo hacer presente lo anterior por co-
nocer el caso de una abogada sobresaliente, 
ciega, cuyo nombre es Rebeca Riesco, fun-
cionaria del Servicio de Salud de Ñuble tras-
ladada al hospital de Chillán, a quien se le ha 
impedido costear de su propio peculio la ayu-
da que precisa, en la medida en que necesita, 
para cumplir sus funciones, que alguien le vea 
algunos de los documentos. Gracias a la tecno-
logía, puede leer en el computador alrededor 
del 80 por ciento de los textos, pero requiere 
apoyo para el 20 por ciento restante, el que le 
era permitido recibir cuanto estaba en el Servi-
cio de Salud. Al inicio del Gobierno actual, las 
nuevas autoridades la trasladaron al hospital y 
se impidió físicamente que el colaborador in-
gresara al recinto. 

Da la sensación, por lo tanto, de que la sola 
dictación de la disposición en debate puede 
transformarla en letra muerta si no existen los 
recursos necesarios para que estas personas se 
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encuentren en igualdad de condiciones. 
Creo que lo que hacen las autoridades del 

hospital de Chillán es completamente ilegal y 
discriminatorio. Juzgo que no tienen las atri-
buciones que se están tomando y que solo se 
trata de una persecución a una abogada con 
calificaciones de excelencia. Al dejarla en si-
tuación de desigualdad con otro colega, se le 
impide, en los hechos, ejercer. Ella ha iniciado 
una acción de carácter judicial y administrati-
vo en la que espero que le den la razón. 

Mas cualquier norma que dictemos puede 
ser solo una declaración de buenas intencio-
nes, sin duda, si no va acompañada de la real 
voluntad de que personas como Rebeca Ries-
co puedan ejercer su función. No hay ningu-
na objeción a su capacidad profesional, a su 
desempeño funcionario, a su comportamiento 
como persona. Solo por el hecho de ser ciega y 
requerir ayuda para un porcentaje de su trabajo 
se le plantea un impedimento. 

No quiero que el día de mañana algún no 
vidente acceda a la judicatura y no pueda rea-
lizar su labor por carecer de los medios y la 
ayuda necesarios para llevarla a cabo a la par 
de alguien que no enfrenta el mismo obstáculo. 
Y ello también dice relación con un sordo o 
un mudo. Estimo, entonces, que el proyecto de 
ley avanza de una manera importante, signifi-
cativa. Me parece, eso sí -y por lo mismo que 
hacían presente los Honorables señora Allen-
de y señor Larraín-, que resulta esencial que 
el Gobierno formule indicaciones tendientes 
a establecer la obligación del Poder Judicial 
de garantizar que estas personas van a dispo-
ner de los mecanismos o los instrumentos de 
apoyo requeridos para ejercer en igualdad de 
condiciones. Si no, dictaríamos una norma que 
nos “vestiría” muy bien como expresión de lu-
cha contra la discriminación, pero que, en los 
hechos, no significaría un avance. 

Estoy seguro de que es posible, conforme 
al Estatuto Administrativo, recibir tal colabo-
ración. Estamos estudiando también si es ne-
cesario efectuar alguna modificación legal -no 

lo creo- en relación con el caso que he comen-
tado, al que califico de discriminación absolu-
tamente arbitraria. Porque no deseo -y estimo 
que tampoco alguien más en la Sala- que otras 
Rebecas Riesco experimenten las dificultades 
que ella ha enfrentado en un órgano público 
como el hospital de Chillán. 

Voy a votar a favor, porque creo que nos 
hallamos ante una buena iniciativa; pero espe-
ro escuchar en la presente sesión que el señor 
Ministro de Justicia podrá avanzar en la for-
mulación de las indicaciones a que he hecho 
referencia, que a mí me parecen esenciales e 
insustituibles para la aplicación práctica del 
texto en estudio, que ojalá aprobemos unáni-
memente.

La señora ALLENDE (Presidenta).– Puede 
intervenir la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.– Señora Presidenta, seré 
muy breve, porque cómo no adherir con entu-
siasmo al proyecto en discusión. 

Cabe reconocer, además, su autoría, al igual 
que su disposición a que la acompañáramos en 
la iniciativa. 

Creo que en el debate se han puesto los 
puntos donde corresponde. Efectivamente, 
una ley contempla hoy día una prohibición in-
comprensible; una limitación discriminatoria y 
obsoleta. 

Me sumo al saludo a Darío Alfaro, quien de 
alguna manera pone el nombre, el rostro, y re-
presenta la historia concreta, en carne y hueso, 
de muchas otras personas que, por tener capa-
cidades distintas, por ser ciegas o sordas, son 
objeto de un trato que las perjudica. 

Y qué bueno que el asunto permita modifi-
car, en este caso, el Código Orgánico de Tribu-
nales, pero asimismo llevar a cabo la presente 
discusión pública, que dice relación tanto con 
enmiendas legislativas como con adecuacio-
nes de normas, mas también con ir cambiando 
una cultura. 

Como se señaló, hemos avanzado en la in-
tegración de los discapacitados, habiéndose 
ratificado la Convención de Naciones Unidas 
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sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad y promulgado la ley N° 20.422, 
que establece normas sobre igualdad de opor-
tunidades e inclusión social de personas con 
discapacidad, lo que fue un hito importante en 
2010. Sin embargo, cuando se revisa la situa-
ción efectiva -en este caso, en el mundo del 
trabajo-, nos damos cuenta de que las barreras 
persisten. 

Hace pocos días presentamos con algunos 
colegas un proyecto que busca establecer una 
cuota de contratación de personas con discapa-
cidad, siguiendo la experiencia de otros países, 
como España, que ha avanzado tanto en el ám-
bito de que se trata. Cabe reflexionar que eso 
implica un cambio en la mentalidad de la em-
presa, en términos de entender que quienes se 
encuentran en tal situación pueden integrarse, 
cumplir y, tal como se ha planteado en el de-
bate, aportar desde sus puestos de trabajo tan-
to o más, algunas veces, que los no afectados 
de sordera, ceguera o mudez, o de dificultades 
físicas, muchas veces, que no limitan para el 
desarrollo profesional. 

Ello nos plantea una discusión más amplia. 
Y, a mi juicio, también tiene que comprome-
ternos, de alguna manera, en materia educa-
cional. 

Refiero brevemente el caso de Paulina, una 
magallánica sordomuda que es estupenda en 
su capacidad de desempeñarse, de no ponerse 
barreras, que es donde creo que se nos interpe-
la, además, como sociedad. Estuvo recorrien-
do países europeos para aprender sobre diplo-
macia y fue la única latinoamericana en un 
curso sobre lenguaje de señas. Hoy día quiere 
seguir estudiando y me ha expuesto que ningu-
na de las becas se adecúa a su realidad o a la 
escuela adonde quiere ir, o sea, uno de los as-
pectos administrativos que finalmente siguen 
constituyendo discriminaciones y obstáculos 
para chilenos que efectivamente cuentan con 
muchas capacidades y a los que el país pierde 
al no acogerlos, más allá del aspecto discrimi-
natorio. 

Quiero destacar los esfuerzos de la SOFO-
FA en la integración de las personas discapaci-
tadas al mundo laboral, al igual que el ánimo 
manifestado al respecto por el Poder Judicial, 
además de cómo estos casos han servido para 
explicitar voluntades, algo que resulta muy 
importante. 

Pero asimismo deseo sumarme a la convic-
ción de que se requieren medidas adecuatorias 
no solo en la ley, sino también desde los es-
pacios de trabajo. Existen implementos tecno-
lógicos justamente para facilitar el desempeño 
de profesionales y de personas en la situación 
que nos ocupa, con relación a los cuales nues-
tra sociedad está al debe en integrarlos y apro-
vechar efectivamente sus capacidades. 

Muchas gracias.
La señora ALLENDE (Presidenta).– Tiene 

la palabra la Honorable señora Muñoz.
La señora MUÑOZ.– Señora Presidenta, 

felicito su iniciativa de originar la tramitación 
de la moción en examen y agradezco la parti-
cipación en ella a la que me invitó. 

Saludo a Darío Alfaro, quien nos acompaña 
en las tribunas -inspirador del proyecto, como 
usted señaló- y ha dado una lucha muy valiente 
por instalar los derechos de un sector relevante 
de nuestros compatriotas. 

Por cierto, en el país se han registrado pasos 
sostenidos e importantes desde hace mucho 
tiempo, como se expresó, para ir terminando 
con la discriminación y definiendo formas de 
inclusión. 

En el Congreso hemos venido desarrollan-
do una serie de normativas que promueven y 
exigen la integración, y además hemos tendido 
a promover cambios desde la ley. 

Hemos buscado generar estímulos e institu-
cionalidad de apoyo, como también prohibir y 
sancionar algunas conductas excluyentes, con 
el objeto de garantizar la aplicación de todo 
este ordenamiento. 

Ahora, todo ello se basa en una decisión y 
una toma de conciencia que han ido avanzando 
en los parlamentarios, pero también en el país, 
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en el sentido de que no existe justificación al-
guna para muchas de las normas discrimina-
torias, que traen como consecuencia un me-
noscabo y un trato muy desigual para muchos 
compatriotas. 

Ejemplos hay muchos. 
Algunos años atrás, nuestro país distinguía 

entre niños legítimos, ilegítimos y naturales, 
con impacto en los derechos familiares y su-
cesorios, lo que implicaba castigarlos por las 
conductas de sus padres. El Congreso eliminó 
esa odiosa desigualdad. 

Hasta hace cierto tiempo se castigaba pe-
nalmente la homosexualidad. 

Asimismo, nuestros espacios y edificios 
públicos disponían de menos condiciones de 
acceso que las necesarias para el libre despla-
zamiento de todas las personas. Por cierto, ello 
es algo que hoy todavía deja mucho que de-
sear, pero se ha avanzado notoriamente en ese 
sentido. 

Se trata de normas u omisiones de origen 
cultural, generadas en otros momentos y que 
permanecieron, no solo en la legislación mis-
ma, sino también -lo que es peor- en nuestro 
comportamiento cotidiano. 

La discriminación se halla diseminada en 
toda nuestra normativa, y hemos sido capaces 
de ir cerrando y derribando las barreras en la 
materia. 

Entendemos que en la actualidad no media 
obstáculo alguno para que una persona con al-
guna capacidad especial, como la ceguera, la 
sordera o la mudez, pueda optar a ser juez o 
jueza. Tanto los avances tecnológicos que us-
ted mencionó en su intervención, señora Pre-
sidenta, como las modificaciones que se han 
introducido a los propios procesos judiciales 
lo hacen perfectamente posible. 

El sueño de Darío Alfaro, que tuvo la valen-
tía de difundirlo en un medio de comunicación, 
ha puesto en evidencia aquel impedimento.  

Y ello no solo sucede en nuestro país, pues 
en España, hace solo unas semanas, el Consejo 
General del Poder Judicial resolvió positiva-

mente un requerimiento similar de un aboga-
do.  

Se trata, entonces, de remover estas barre-
ras, estas deformaciones culturales, y de avan-
zar hacia un país mucho más inclusivo e inte-
grado.  

Hoy hay muchas personas ciegas que con 
méritos han llegado a ser abogados. No se 
comprendía la razón para que no pudieran 
desempeñarse en una de las facetas posibles 
de ejercer con tal preparación profesional. Y 
lo mismo ocurre con otras capacidades espe-
ciales. 

Es por eso, señora Presidenta, que voy a 
votar a favor de esta iniciativa, que celebro, y 
espero que pronto sea ley de la República, para 
que, como usted señaló, nuestro amigo Darío 
Alfaro pueda tener, cuando egrese, la posibili-
dad de ejercer su profesión en la judicatura de 
nuestro país. 

He dicho.
La señora ALLENDE (Presidenta).– Tiene 

la palabra el Senador señor Rossi.
El señor ROSSI.– Señora Presidenta, valo-

ro el proyecto de ley que estamos discutiendo. 
Hace algunos días me tocó asistir a la inau-

guración de un seminario (“Camino a la inclu-
sión”, le llamaron sus organizadores), donde, 
a dos sillas del lugar donde yo me encontra-
ba, había una chica de diecisiete años con sín-
drome de Down conversando con el Diputa-
do Bellolio. Le pregunté al Diputado en qué 
curso estaba ella, ya que me di cuenta de que 
andaba con ropa de colegio. Me respondió que 
en cuarto medio. O sea, era portadora de sín-
drome de Down, tenía diecisiete años y estaba 
en cuarto medio. Claramente, esa es una señal 
muy potente y clara respecto de cómo perso-
nas con necesidades educativas especiales 
pueden desarrollar sus potencialidades cuando 
se genera un ambiente de oportunidades que 
justamente busca crear un entorno enriquecido 
desde el punto de vista del aprendizaje. 

Esas son políticas de inclusión. La verda-
dera inclusión, la verdadera integración va 
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mucho más allá de tener estacionamientos re-
servados para personas con algún tipo de dis-
capacidad, va mucho más allá de permitirles 
el fácil acceso -que por cierto es importante- a 
edificios públicos. Tiene que ver, básicamen-
te, con la inclusión tanto en el ámbito laboral 
como en el ámbito educacional. O al revés; 
educacional primero, laboral después.  

Si no somos capaces de potenciar la parti-
cipación, desde las etapas más tempranas, de 
niños con algún trastorno del desarrollo, ya sea 
de la esfera psíquica, mental, física, sensorial, 
es evidente que no vamos a poder ofrecerles 
muchas alternativas y oportunidades de desen-
volvimiento futuro en el ámbito laboral. 

Por eso este proyecto es relevante, porque 
no solo permite el acceso a la judicatura de 
personas con discapacidad, sino que además 
sienta un precedente y da una señal muy poten-
te en cuanto a que la sociedad efectivamente 
está evolucionando, desde los puntos de vista 
cultural y social, en la dirección correcta de 
acoger, integrar. 

Y lo mismo tenemos que hacer hoy en el 
ámbito educativo, sobre todo cuando estamos 
discutiendo una reforma tan profunda. Es muy 
importante no descuidar la educación espe-
cial, no descuidar a los niños con necesidades 
educativas especiales, para que tengan acceso 
a escuelas especiales o a programas de inte-
gración escolar que, lamentablemente, no son 
obligatorios en el sector privado. Por lo tan-
to, muchas veces niños con alguna necesidad 
educativa especial quedan a la intemperie, por 
así decirlo, cuando un programa de integración 
escolar se suspende por parte unilateral del co-
legio. 

Pero, como digo, lo que tenemos que lograr 
es generar un cambio en todos los niveles de 
nuestra sociedad para robustecer al máximo la 
posibilidad de que todas las personas que ten-
gan algún tipo de discapacidad, en los más dis-
tintos ámbitos, puedan desarrollarse y expre-
sar en plenitud su potencialidad. Eso depende 
de nosotros; depende de la sociedad; depende 

de que seamos capaces de elaborar, diseñar e 
implementar políticas públicas que justamente 
busquen la integración social plena de todas las 
personas con algún tipo de discapacidad, que, 
por lo demás, constituyen el 15 por ciento de 
la población, una cantidad muy significativa. 

Así que valoro profundamente este proyec-
to y, por supuesto, lo vamos a aprobar.

La señora ALLENDE (Presidenta).– Tiene 
la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.– Señora Presidenta, 
mi primera intervención la hice más bien en 
calidad de informante, como Presidente de la 
Comisión de Constitución. 

Ahora voy a ser muy breve. 
En primer lugar, deseo destacar la iniciati-

va. Y felicitarla a usted, señora Presidenta, por 
la sensibilidad y la oportunidad en la presenta-
ción de proyectos que realmente impactan a un 
sector de la sociedad que, más allá de las de-
claraciones, muchas veces es, en las acciones, 
tremendamente postergado. 

En Chile no existe cultura de integración 
respecto de la discapacidad. Una vez al año, 
probablemente en la Teletón, todo Chile se 
sensibiliza con las discapacidades, se llora con 
las historias, pero, pasadas las setenta y dos 
horas, la verdad es que todo vuelve a su -co-
millas- “curso normal”, que lamentablemente, 
en nuestra sociedad, es el curso de la discrimi-
nación, de la falta de comprensión, de la falta 
de capacidad de ponerse en el lugar del otro y 
de crear una cultura de integración donde cada 
Ministerio, cada empresa, cada persona tenga 
elementos de integración que faciliten la vida 
de personas con ciertas discapacidades, sean 
sensoriales o incluso neurológicas. 

Hace unos años, en mi condición de Dipu-
tado y en el marco de la discusión presupues-
taria, solicité al Gobierno de la época que no se 
aprobara ni un solo proyecto de construcción o 
reparación de veredas en nuestro país que no 
considerara infraestructura adecuada para per-
sonas con discapacidad. 

Y ello porque, a mi juicio, es la infraes-
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tructura pública la que refleja la cultura de 
integración de una sociedad. Si hiciéramos el 
ejercicio de poner, por ejemplo, a una persona 
en silla de ruedas en una calle de cualquier ciu-
dad, comprobaríamos que no podría recorrer la 
plaza de armas por carecer esta de infraestruc-
tura suficiente para poder transitar libremente. 
Lo mismo ocurre con las personas con disca-
pacidad visual. La mayoría de los semáforos 
de Chile no cuenta con la última tecnología, 
alcanzable para nuestro país, que permite in-
formar de las posibilidades de cruce y de los 
riesgos asociados.  

Tampoco existe infraestructura para que las 
personas con discapacidad visual puedan, por 
ejemplo, recorrer nuestro patrimonio arquitec-
tónico. Yo recuerdo que, a iniciativa del enton-
ces Intendente Metropolitano Sergio Galilea, 
construimos una maqueta del Palacio de la 
Moneda con sistema braille para que, así como 
quienes tenemos la posibilidad de ver, también 
las personas con discapacidad visual pudieran 
conocer nuestra Casa de Gobierno.  

Señora Presidenta, qué mejor demostración 
de cultura que nuestro país estableciera ade-
cuaciones como esas en todos los ámbitos le-
gislativos. Me gustaría que en la discusión del 
Presupuesto, por ejemplo,  nosotros, no como 
Senadores individuales, sino como Senado de 
la República, le exigiéramos al Gobierno que 
en todas las bases de licitación de obras pú-
blicas de infraestructura estuviese considerado 
el elemento de integración, para que no solo 
fuera una buena declaración, un discurso. 

Por eso creo que proyectos como este van 
en el sentido correcto. 

Mi primer trabajo en el sector público lo 
desempeñé cuando era estudiante de Derecho, 
como procurador de la entonces Fiscalía Na-
cional de Quiebras, a la cual ingresé por con-
curso público. Pues bien, mi jefe, un distingui-
do abogado, era sordomudo. Y debe ser uno de 
los mejores jefes que he tenido en mi carrera. 
Además, se recibió de la Universidad Católica 
con un promedio destacado. 

Eso me demostró que perfectamente se 
puede dar oportunidades y posibilidades reales 
a quienes tienen capacidades especiales. 

Pienso que el presente proyecto va en el 
sentido correcto, aun cuando debemos intro-
ducirle algunas mejoras y adecuaciones para 
que se implemente de buena forma y permita 
que, en un ámbito tan importante como el de la 
administración de justicia, contemos con per-
sonas con capacidades diferentes o discapaci-
dades sensoriales. 

Hice presente esto, por ejemplo, en materia 
penal, cuando se trata del análisis personal de 
la prueba o cuando se requieren videos o foto-
grafías. Hoy existe la posibilidad de contar con 
tecnología aplicable o mecanismos de subro-
gación que permiten reemplazar una eventual 
discapacidad visual.

La señora ALLENDE (Presidenta).– Con-
cluyó su tiempo, señor Senador. 

Tiene un minuto más.
El señor HARBOE.– Gracias, señora Pre-

sidenta. 
En consecuencia, además de estos proyec-

tos de ley, que van a facilitar el ingreso de 
personas con discapacidad a distintas institu-
ciones, debo destacar que observé una disposi-
ción muy positiva de parte del Presidente de la 
Corte Suprema, del Ministro de Justicia, de la 
Asociación de Magistrados.  

Entonces, si existe la disposición y la volun-
tad, lo que corresponde es realizar un estudio 
con el objeto de saber qué herramientas tecno-
lógicas o medidas jurídicas debemos adoptar 
para que podamos seguir llevando adelante 
iniciativas como la que nos ocupa. 

Finalmente, señora Presidenta, le reitero 
mis felicitaciones, por cuanto se trata de un 
proyecto que apunta en la dirección correcta y 
del cual usted nos ha hecho parte. Como ya lo 
dijo, vienen otras iniciativas que también tie-
nen por propósito materializar esta igualdad. 

Sigo sosteniendo lo que planteé en algún 
momento. Creo que, en virtud de la aplicación 
del artículo 5º de la Constitución Política, la 
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ratificación y vigencia de los tratados interna-
cionales generan derogación tácita de las nor-
mas que hoy permiten la discriminación. Sin 
embargo, como también se dice en estos tiem-
pos, lo que abunda no daña y resulta mejor que 
ello sea explícito. 

Nuevamente, señora Presidenta, la felicito 
por este proyecto de ley, agradezco su invita-
ción a suscribirlo y, naturalmente, voy a con-
currir a su aprobación con mi voto favorable.

La señora ALLENDE (Presidenta).– Tiene 
la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.– Señora Presidenta, 
la verdad es que hay una paradoja que este pro-
yecto de ley refleja fielmente y que ya señaló 
el Presidente de la Corte Suprema, don Sergio 
Muñoz. A partir de 1543 se comienza a usar 
la imagen de la diosa con los ojos vendados 
para significar que la justicia es ciega y no dis-
crimina. Sin embargo, cabe preguntarse: si la 
dama que refleja la justicia es ciega, ¿por qué 
no puede ser magistrado una persona que, al 
igual que ella, carece del sentido de la visión? 

Por lo tanto, existe una contradicción entre 
el símbolo, el ícono de la justicia, y la legisla-
ción que regula el ingreso de nuevos jueces. 

Por eso, este proyecto de ley pone en el de-
bate un problema de exclusión que, a la sola 
vista de la razón, no debiera ser facultativo: 
el hecho de que un juez carezca de visión no 
tendría que ser  impedimento para que ejerza  
como tal. Ya en Inglaterra, Perú, Brasil, Bélgi-
ca y España hay magistrados no videntes. 

Siento, entonces, que las leyes antidiscrimi-
nación que hemos aprobado van en el sentido 
correcto, particularmente la Nº 20.422, que, en 
su artículo 6º, letra a), define “discriminación” 
como “Toda distinción, exclusión, segregación 
o restricción arbitraria fundada en la discapa-
cidad, y cuyo fin o efecto sea la privación, per-
turbación o amenaza en el goce o ejercicio de 
los derechos establecidos en el ordenamiento 
jurídico”, así como también la ley Nº 20.609, 
que establece medidas contra la discrimina-
ción, conocida más bien como “Ley Antidis-

criminación”. 
Este proyecto busca modificar el artículo 

256 del Código Orgánico de Tribunales, conte-
nido en el Título X, “De los magistrados y del 
nombramiento y escalafón de los funcionarios 
judiciales”, el cual dispone que “No pueden 
ser jueces: 

“1° Los que se hallaren en interdicción por 
causa de demencia o prodigalidad; 

“2° Los sordos; 
“3° Los mudos; 
“4° Los ciegos; 
“5º Los que de conformidad a la ley proce-

sal penal, se hallaren acusados por crimen o 
simple delito o estuvieren acogidos a la sus-
pensión condicional del procedimiento. 

“6° Los que hubieren sido condenados por 
crimen o simple delito”. 

Sin embargo, señora Presidenta, pienso que 
en el numeral 1º del citado precepto -tal vez 
los miembros de la Comisión de Constitución  
o el Ministro de Justicia, que son abogados, 
podrían explicarlo- hay una definición que me 
llama la atención. Dice que no pueden ser jue-
ces “Los que se hallaren en interdicción por 
causa de demencia o prodigalidad”. 

Recurrí al Diccionario de la Real Academia 
Española para saber el significado del término 
“prodigalidad”. No sé si en la Sala existe cla-
ridad al respecto, más aún cuando el numeral 
habla de “demencia o prodigalidad”, es decir, 
la conjunción “o” asimila ambos conceptos. 

El Diccionario define “prodigalidad” de 
la siguiente manera: “Profusión, desperdicio, 
consumo de la propia hacienda, gastando ex-
cesivamente”.  

Ahora bien, la palabra “prodigar” se de-
fine como: “1. Disipar, gastar pródigamente 
o con exceso y desperdicio algo. 2. Dar con 
profusión y abundancia. 3. Dispensar profusa 
y repetidamente elogios, favores, dádivas, etc. 
4. Excederse indiscretamente en la exhibición 
personal”. 

En consecuencia, señora Presidenta, no me 
queda claro cuál es el elemento asimilable a la 
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demencia. Porque si alguien da excesivamente, 
algunos dicen: “¡Con la mía nomás, pues...!”.  

Por lo tanto, el término “prodigalidad” tiene 
una interpretación jurídica que no logro desen-
trañar de la sola lectura del Diccionario de la 
Real Academia. 

Tal vez el señor Ministro de Justicia o algún 
miembro abogado de nuestra Comisión podría 
aclararlo, pues si por “prodigalidad” se entien-
de “Dar con profusión y abundancia” o “dis-
pensar, gastar pródigamente”, bastaría pensar 
en el uso de las tarjetas de crédito. Quizás 
muchos jueces o muchas juezas no pasarían el 
“test de la blancura” en el uso de ellas. Por-
que, si por “prodigalidad” se entiende que un 
juez no debe gastar excesivamente ni repartir 
elogios o favores, ¡qué queda entonces para el 
dadivoso! 

Sin embargo, el numeral al que me refiero 
les prohíbe a los jueces ser dadivosos, les pro-
híbe prodigar, aun cuando en mi opinión es po-
sible prodigar sin mezclar el tema profesional. 

¿Me explico o no? 
Por lo tanto, señora Presidenta, me gustaría 

escuchar una aclaración al respecto, porque, si 
vamos a eliminar un requisito discriminador y 
poco razonable mediante esta reforma legal, 
después de la lectura del significado contenido 
en el Diccionario de la Real Academia, sería 
conveniente tener bien claro cuáles son los al-
cances del término “prodigar” ¿Es abusar? ¿Es 
gastar en exceso? Si el término se hiciera apli-
cable a otros ámbitos de la vida pública, pienso 
que habría muchos inhabilitados. 

De todos modos, anuncio mi voto favorable 
a la idea de legislar. 

Creo que muchas instituciones en Chile re-
quieren una revisión en esta materia. 

Debo recordar que hace un tiempo hice 
una propuesta en el Senado a fin de que en los 
concursos públicos que se realizaran para te-
lefonistas se eligiera, al menos, a una perso-
na con limitación visual. Sin embargo, al final 
nos encontramos con que la actual legislación 
dice que, habiendo dos personas en igualdad 

de condiciones, recién allí podría operar cierta 
discriminación positiva. Y como el hecho de 
carecer de visión es siempre un elemento de 
esfuerzo que hace retroceder a quien la pade-
ce, no fue factible contratar al postulante no 
vidente. Y, al parecer, en nuestra Corporación 
todavía no tenemos un funcionario con disca-
pacidad visual, al contrario de lo que sí ocurrió 
en la Cámara Baja, donde, cuando me tocó ser 
Diputado, sí se hizo una gestión en este ámbito 
-aún vigente- con resultados extraordinarios. 

Por lo tanto, si en el Senado, con toda la 
voluntad del señor Secretario General y la po-
sitiva disposición del Presidente y del resto de 
la Mesa, no fue posible hacerlo porque faltába-
mos al Estatuto Administrativo, creo que hay 
normas que debemos modificar, porque, si en 
los concursos públicos solamente opera la dis-
criminación positiva ante igualdad absoluta de 
puntajes, me parece que ello resulta insuficien-
te para establecer igualdad. 

Creo que exigirle lo mismo a una persona 
que ha tenido que sufrir para desarrollarse y 
llegar a ser abogado u otro profesional, en el 
sentido de hacer una discriminación solo en 
caso de igualdad de condiciones de mérito, es 
un exceso. 

No sé si habrá oportunidad para presentar 
indicaciones a esta iniciativa a fin de revisar 
ese punto, porque el Senado experimentó en 
su propia institución la imposibilidad de incor-
porar personas con condiciones especiales de 
visión, aun cuando existía la mejor voluntad 
para hacerlo. 

Por eso, voto a favor de este proyecto de 
ley, el cual no solo modernizará nuestra judi-
catura, sino que también hará justicia en el ám-
bito de acción de los magistrados. 

¡Patagonia sin represas!  
¡No más AFP!  
¡Nueva Constitución, ahora!
La señora ALLENDE (Presidenta).– Sus 

Señorías, perdonen que formule esta observa-
ción, pero quiero ratificar lo que se acaba de 
señalar con respecto al concurso que se realizó 
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en el Senado. 
Así fue, efectivamente, porque la ley sobre 

igualdad de oportunidades e inclusión social 
de personas con discapacidad dispone que solo 
a igual puntaje se aplique una “discriminación 
positiva” -por así llamarla- y se dé preferencia 
a un candidato discapacitado. 

Quiero dejar testimonio de que quizás el 
mejor telefonista que hemos tenido en la Cá-
mara de Diputados es Eduardo Casanova, 
quien está ciego y es realmente notable.

El señor WALKER (don Patricio).– Es ay-
senino.

La señora ALLENDE (Presidenta).– Perdo-
nen que lo diga desde la testera, pero es algo 
que debo compartir: doy fe de lo que acaba de 
señalar el Senador Navarro y deseo agregar 
que en la otra rama legislativa se logró efec-
tuar la diferenciación a que me referí, con un 
resultado estupendo. 

Tiene la palabra el Senador señor Alfonso 
de Urresti.

El señor DE URRESTI.– Señora Presiden-
ta, Honorable Sala, tratándose de este tipo de 
proyectos es difícil que alguien vote en contra.  

Creo que abundan los comentarios. 
Está presente el Ministro de Justicia. Y 

usted, señora Presidenta, ha impulsado esta 
iniciativa, y conozco su dedicación y su com-
promiso en materia de discapacidad: me tocó 
trabajar en la Cámara Baja con la Comisión 
Especial de la Discapacidad, que Su Señoría 
promovió junto con una serie de Diputados. 

Eso sí, me preocupa -es importante hacer 
esta reflexión en la Sala- que se deba pasar 
tanto tiempo en estas materias, en el sentido 
de tener  que andar ubicando y picoteando ini-
ciativas referidas a aspectos en los hay discri-
minación. 

Como señalaba el Senador Harboe, con-
forme al artículo 5° de la Constitución y a los 
tratados antidiscriminación en materia de dis-
capacidad ratificados por Chile, debemos ade-
cuar nuestra legislación.  

Sin embargo, este tipo de normas tendrían 

que quedar derogadas tácitamente. Así, debe-
ría establecerse una Comisión de Discapacidad 
-¡ya que somos tan dados a las Comisiones!- 
que, desde el punto de vista intelectual, nor-
mativo, se abocara al estudio de la gran canti-
dad de disposiciones que subsisten en nuestros 
Códigos; en nuestras leyes, en general, y en 
el acceso a la administración de justicia, para 
romper de una vez por todas esta barrera. 

Qué duda cabe: esta iniciativa es loable, 
fantástica. 

Soy abogado, conozco esta situación: tuve 
compañeros no videntes, quienes fueron exce-
lentes estudiantes y son excelentes profesiona-
les. No hay ninguna justificación para que tal 
condición siga considerándose en el Código 
Orgánico de Tribunales como impedimento 
para ser magistrado o juez de letras. Ya me 
gustaría que algunos jueces que cuentan con 
todas sus capacidades mostraran la misma de-
dicación de determinados abogados no viden-
tes o sordos.  

Tenemos que avanzar. Y quiero dejar es-
tablecido en este debate que me parece sor-
prendente que nuestro país tenga todavía un 
servicio raquítico en materia de discapacidad. 
Pasamos del FONADIS al SENADIS, pala-
bras que constituyen eufemismos chilenos 
para instituciones que no se hacen cargo de la 
gran cantidad de personas discapacitadas que 
existen en Chile -12 a 15 por ciento, aproxi-
madamente-; porque en las regiones que repre-
sentamos en esta Corporación -para qué decir 
a nivel nacional- existen servicios raquíticos: 
cuentan con tres funcionarios y un presupuesto 
paupérrimo. 

¿Con ese tipo de servicios pretendemos in-
cluir, incorporar, trabajar con los discapacita-
dos? 

Derechamente, señora Presidenta, quie-
ro decir que, aunque estoy de acuerdo con el 
proyecto y felicito a sus autores -a usted, en 
particular-, me preocupa que como sociedad 
-no como Gobierno- no abordemos a fondo lo 
relativo a la discapacidad. 
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En esta materia tenemos que lograr un gran 
consenso. Y por eso me permito pedir a Sus 
Señorías -en especial a la señora Presidenta, 
quien encabeza esta Corporación durante todo 
el año- que también trabajemos en ello. 

Solicitémosles al Ejecutivo y a todas las 
bancadas que busquemos un acuerdo transver-
sal -dudo que alguien se oponga- para pisar el 
acelerador y dar pasos sustantivos a fin de ade-
cuar nuestra legislación en diferentes ámbitos: 
Código Orgánico de Tribunales, Estatuto Ad-
ministrativo, Ley Orgánica Constitucional de 
Municipalidades y en cualquier otro cuerpo 
normativo, con el objeto de evitar estas discri-
minaciones, pero sobre todo de dotar al Estado 
de Chile de la institucionalidad y de los recur-
sos adecuados para abordar la discapacidad. 

Si no lo hacemos así, solo estaremos par-
chando, dejando postrados a decenas de hom-
bres y mujeres discapacitados que han acce-
dido a estudiar (en esto las universidades, los 
centros de formaciones han contribuido bas-
tante), porque no les daremos oportunidades 
laborales. 

Quiero dejar planteada esta reflexión, pues 
en tal dirección debiéramos orientar nuestros 
esfuerzos. 

Todos los años se emociona nuestro país 
con la Teletón. Existe una semana de amplia 
exposición, 24 horas de gran trabajo, pero des-
pués este tema cae prácticamente en el olvido.  

Entonces, pienso que es momento de hacer 
un gran debate y discutir iniciativas que vayan 
avanzando en el sentido de facilitar a estas per-
sonas ser jueces y notarios. 

No obstante, yo pregunto: ¿a qué otro cargo 
pueden acceder los sordos, mudos o ciegos? 
¿Qué ocurre en la Administración Pública? 
¿Cuántos funcionarios discapacitados hay en 
esta Corporación? 

La caridad empieza por casa, y creo que, a 
propósito de este proyecto, por un lado debié-
ramos suscribir un compromiso para pedirle 
al Gobierno que, como política permanente 
de Estado, se revisara toda la legislación y se 

enviara una batería de proyectos para ir mo-
dificando esta situación, y por otro, que dejá-
ramos de lado al SENADIS, institución que 
-insisto- no se encuentra a la altura de un país 
que cuenta con recursos y debe ser inclusivo. 
Además, no me cabe duda de que nuestra Pre-
sidenta Bachelet incorporará a este importante 
segmento de la población. 

Entonces, busquemos alcanzar un acuerdo 
mayoritario para abordar la cuestión de la dis-
capacidad. 

Reitero mis felicitaciones a los autores de 
esta iniciativa, pero también mis palabras en el 
sentido de que podemos hacer mucho más. Y 
para eso, ofrezco mi respaldo. 

Voto a favor.
La señora ALLENDE (Presidenta).– Antes 

de continuar otorgando la palabra, debo decir 
que, de estar de acuerdo todos los señores Se-
nadores presentes en la Sala, enviaremos un 
oficio en nombre de la Corporación en el sen-
tido manifestado por el Honorable señor De 
Urresti: es decir, para solicitar que se forme 
una Comisión que se dedique a revisar todos 
los impedimentos existentes para el desarrollo 
de las personas con discapacidad, a fin de no 
seguir abordando parcialmente esta situación, 
como señaló Su Señoría. Pienso que ello cons-
tituiría un paso positivo. 

Así que, si le parece a la Sala, se enviará 
al Gobierno el oficio pertinente en nombre del 
Senado. 

Acordado. 
Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.
El señor TUMA.– Señora Presidenta, en 

verdad, creo que la decisión recién tomada, en 
el sentido de enviar un oficio en nombre de to-
dos los Senadores con el objeto de solicitar que 
en la Administración Pública se dé preferen-
cia o cabida a quienes sufren de discapacidad, 
constituye un avance relevante, como también 
lo es el que estemos debatiendo este proyecto.  

Por eso, quiero saludar y felicitar a todos 
sus autores, y especialmente a usted, señora 
Presidenta, porque su aprobación significará 
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un progreso en la consideración especial que 
debe tener la sociedad respecto a las personas 
que son diferentes y que tienen competencias 
distintas del resto de la sociedad. 

Por tanto, debemos “igualar la cancha”, 
como se dice, para lo cual tenemos que esta-
blecer modificaciones legales.  

Repito que este es un paso muy importante, 
como asimismo lo es el rol que van a jugar los 
tribunales y el Poder Judicial en cuanto a adop-
tar e implementar todas las medidas necesarias 
para que personas con capacidades especiales 
puedan desempeñarse como jueces.  

Sabemos que la función del juez es suma-
mente relevante, ya que debe resolver cues-
tiones que importan a las personas, a su pa-
trimonio o a su libertad, de manera que es 
muy significativa la convicción que él pueda 
formarse a través de los distintos medios de 
prueba. 

Por eso, es preciso adoptar todas las medi-
das conducentes a que el magistrado no viden-
te o que se encuentre privado del habla o de la 
audición pueda resolver de manera pertinente 
un juicio donde se decida acerca de la respon-
sabilidad, de la culpabilidad o de la inocencia 
de alguien que aporta un medio de prueba que 
él no puede ver u oír. 

Aquí hay un desafío muy muy importan-
te para el Poder Judicial y para el Congreso 
Nacional: determinar qué medidas se toma-
rán con el objeto de que esos jueces puedan 
desempeñarse en el cargo para el cual fueron 
nombrados, y, al mismo tiempo, cumplir con la 
obligación de dar igualdad de oportunidades. 

De acuerdo con la propia Constitución, no 
hay por qué negarle a nadie, aunque tenga ca-
pacidades distintas, el derecho a asumir deter-
minado cargo.  

En tal sentido, quiero recoger lo planteado 
aquí en orden a que la Administración Pública 
debería abrir sus puertas a todos los discapa-
citados. 

A nivel nacional -lo decía el Senador De 
Urresti-, ellos representan el 12 por ciento de 

la población. Sin embargo, en regiones como 
la de Los Ríos, como la mía y como la de Los 
Lagos, según acota el Senador Moreira, la ci-
fra es más alta: de 15 a 17 por ciento. 

Entonces, si queremos ser coherentes, así 
como impulsamos una ley de cuotas y afirma-
mos que 40 por ciento de determinados colec-
tivos deben tener una composición de género, 
¿por qué no vemos qué porcentaje de la po-
blación es discapacitada y qué porcentaje de 
la Administración Pública debería abrirse a su 
ingreso? ¿Por qué no fijar una proporción, aun-
que sea mínima, de personas pertenecientes a 
estos grupos, para dar cabida a quienes tienen 
capacidades diferentes? 

Las señales que damos como país nos van 
transformando en una sociedad avanzada, por-
que consideramos a las personas con discapa-
cidad en igualdad de condiciones para enfren-
tar estos desafíos. 

Reitero: a mi juicio, hoy damos un gran 
paso, y felicito a la señora Presidenta y a quie-
nes aprobaron rápidamente el proyecto en la 
Comisión de Constitución. Ojalá podamos 
avanzar en este articulado como en otros que 
dicen relación con el fortalecimiento de las ca-
pacidades del Estado. Porque este también tie-
ne a veces capacidades diversas para atender 
la naturaleza de las demandas de las personas 
que enfrentan alguna discapacidad. 

Al respecto, también quiero recoger lo que 
planteaba el Senador De Urresti acerca del 
SENADIS. Esta es una institución meramente 
simbólica. Hay regiones donde cuenta con dos 
o tres funcionarios. En La Araucanía opera en 
un cuarto piso, y en el ascensor no cabe una 
silla de ruedas. 

Entonces, ¿qué significado tiene contar con 
instituciones que trabajan para lograr que los 
privados y la sociedad en definitiva les den 
igualdad de oportunidades a los discapacitados 
si la propia oficina del SENADIS de la Novena 
Región no dispone de un acceso para recibir-
los? 

Dicho lo anterior, señora Presidenta y esti-
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mados colegas, creo que las señales que esta-
mos dando son positivas en orden a construir 
una sociedad mejor. 

Voto a favor.
El señor LABBÉ (Secretario General).– 

¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?
La señora ALLENDE (Presidenta).– Termi-

nada la votación.  
—Se aprueba en general el proyecto (25 

votos afirmativos). 
Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, 

Van Rysselberghe y Von Baer y los señores 
Allamand, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Es-
pina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Hor-
vath, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Nava-
rro, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, 
Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.

La señora ALLENDE (Presidenta).– Tiene 
la palabra el señor Ministro de Justicia.

El señor GÓMEZ (Ministro de Justicia).– 
Señora Presidenta, la aprobación en general de 
esta iniciativa sin duda representa un avance 
desde el punto de vista de terminar con las des-
igualdades y las discriminaciones. 

No voy a repetir todo lo señalado por los 
señores Senadores. Sin embargo, hay algu-
nos puntos que me parece importante plantear 
aquí. 

Primero, en mi opinión, el agregar o no un 
artículo que establezca que el Poder Judicial 
tendrá la obligación de cumplir con las me-
didas tecnológicas que permitan el desempe-
ño de esta labor debiera discutirse, más bien, 
cuando se trate el presupuesto de ese Poder del 
Estado y no aquí, en relación con el Código 
Orgánico de Tribunales. 

Porque, establecida la ley, no debería haber 
problemas para la integración de las personas 
con capacidades diferentes: ciegos, sordos o 
mudos. 

Sobre el particular, también escuché al Pre-
sidente de la Comisión referirse a la Carta Fun-
damental. Probablemente, hasta el día de hoy 
ninguna persona con capacidades diferentes ha 
intentado entrar a los cursos de la Academia 

Judicial para efectos de integrarse al Poder 
Judicial. Si así hubiera ocurrido, lo más pro-
bable es que, existiendo esta prohibición en la 
ley, contraria a las normas de la Constitución, 
este problema habría sido zanjado a través de 
la presentación del recurso pertinente ante los 
tribunales. 

Por lo tanto, de aprobarse este proyecto en 
general, se avanzará un paso más en el pro-
pósito de evitar las discriminaciones. Eso, sin 
ninguna duda. 

Y, por supuesto, el haberlo presentado us-
ted, señora Presidenta, primero en la Cámara 
de Diputados y luego aquí, en el Senado, y con 
los parlamentarios que la acompañaron -en la 
Cámara Baja hay otra iniciativa que probable-
mente tendremos que fusionar con la que nos 
ocupa para sacar la ley-, es muy relevante, ya 
que va en la línea de las políticas del Gobierno 
de la Presidenta Bachelet que buscan evitar es-
tas discriminaciones. 

Por último, es fundamental señalar que en 
el debate se plantearon temas que será rele-
vante discutir durante el segundo trámite re-
glamentario en la Comisión de Constitución. 
Se ha manifestado con claridad que la mayoría 
de los procedimientos que hoy día tiene nues-
tro país son orales y requieren la participación 
directa del juez y de la denominada “inmedia-
ción”: estar recibiendo la prueba y fallando 
sobre esta. 

Desde tal perspectiva, en algunos países se 
han resuelto estas dificultades en ciertas mate-
rias. Lo hemos dicho en la Comisión y también 
lo digo en la Sala: si la prueba que debe ser 
reconocida o conocida por el juez es, por ejem-
plo, un video, la subrogación o la forma de 
abordar esa circunstancia será un poco com-
pleja. ¿Por qué? Porque el Código impide que 
existan terceros que determinen lo que pasa en 
la prueba. 

De ahí que sea tan importante la existencia 
de un proceso de conversación y discusión. La 
voluntad de que se cumpla esta iniciativa exis-
te, como escuchamos todos en la Comisión del 
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propio Presidente de la Corte Suprema, de los 
magistrados que participaron, del Colegio de 
Abogados, en general de todos los parlamen-
tarios y de todos los que conocemos este pro-
ceso. 

Por lo anterior, resulta muy relevante que 
del Congreso salga una normativa que esta-
blezca los requisitos que el Poder Judicial ten-
drá que cumplir para efectos de que sea plena-
mente vigente. 

En consecuencia, señora Presidenta, vamos 
a hacer nuestro mejor esfuerzo para lograr 
avanzar rápidamente y apoyar este proyecto 
que ustedes han presentado. Y, en el caso de 
que los parlamentarios formulen una indica-
ción a fin de establecer la obligatoriedad del 
Poder Judicial de contar con los mecanismos 
tecnológicos necesarios para permitir que la 
función de juez pueda ser desempeñada por 
personas con discapacidades, aquella será dis-
cutida en la Comisión. 

Con todo, mi convicción es que, una vez 
establecido el criterio en la ley, no queda otra 
que el cumplimiento de la obligación por parte 
del organismo pertinente, sin perjuicio de los 
recursos adicionales que se deban asignar. 

Termino felicitando al Senado por esta ini-
ciativa, que surgió de una moción propuesta, 
entre otros, por la señora Presidenta de la Cor-
poración. 

Gracias.
La señora ALLENDE (Presidenta).– Enton-

ces, aprobada la idea de legislar, el proyecto 
vuelve a la Comisión de Constitución para el 
debate en particular, fijándose el plazo ya se-
ñalado para la presentación de indicaciones. 

Agradezco nuevamente a la Sala por la 
aprobación unánime de la iniciativa. 

Por último, vuelvo a saludar a quien de 
alguna manera fue el inspirador de este pro-
yecto, me refiero al estudiante de Derecho no 
vidente Darío Alfaro y, por cierto, a quienes lo 
acompañan, que pertenecen a la Fundación Sin 
Odio, organismo que lucha por la plena inclu-
sión de todas las personas. Les agradezco su 

presencia en las tribunas esta tarde.  
Confío en que pronto esta propuesta será 

ley de la república. 
Ha terminado el Orden del Día. 
Por haberse cumplido su objetivo, voy a le-

vantar la sesión, sin perjuicio de dar curso a 
las peticiones de oficios que han llegado a la 
Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS 

—Los oficios cuyo envío se anunció son 
los siguientes: 

Del señor BIANCHI: 
A los señores Ministro del Interior y Se-

guridad Pública e Intendente de Magallanes, 
solicitándoles informar sobre DIVERSOS 
ASPECTOS CON RELACIÓN A PRO-
YECTO DE CONSTRUCCIÓN DE DÁR-
SENA EN MUELLE MARDONES (Región 
de Magallanes); a la señora Ministra de Desa-
rrollo Social, requiriéndole NUEVO PERÍO-
DO DE POSTULACIONES A PENSIÓN 
DE GRACIA PARA EXESTIBADORES 
PORTUARIOS DE MAGALLANES, y a los 
señores Intendente de Magallanes y Secretario 
Regional Ministerial de Salud de Magallanes, 
para que informen respecto de FUNCIONA-
MIENTO DE PROGRAMA ESPECIAL 
DE ATENCIONES DOMICILIARIAS DE 
CENTRO DE SALUD FAMILIAR DE 
PUERTO NATALES. 

Del señor MONTES: 
Al señor Ministro de Transportes y Teleco-

municaciones, pidiéndole antecedentes acerca 
de DIVERSAS MATERIAS VINCULA-
DAS CON APLICACIÓN DE LEY SOBRE 
INSTALACIÓN DE ANTENAS. 

Del señor NAVARRO: 
Al señor Ministro de Obras Públicas, para 

que informe sobre SEQUÍA EN LAGUNA 
DEL LAJA E INVERSIONES CONTEM-
PLADAS PARA ENFRENTARLA (Región 
del Biobío); al señor Ministro de Transportes 
y Telecomunicaciones, solicitándole informa-
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ción atinente a EXTENSIÓN DE BIOTRÉN 
HASTA CORONEL Y CONSTRUCCIÓN 
DE TERMINAL INTERMODAL EN ESTA 
COMUNA; a la señora Ministra del Deporte y 
al señor Alcalde de Concepción, requiriéndoles 
antecedentes relativos a TÉRMINO DE ES-
TADIO ESTER ROA, DE CONCEPCIÓN; 
al señor Tesorero General de la República, 
para que remita información sobre RECAU-
DACIÓN MENSUAL DE IMPUESTOS A 
TABACO EN ÚLTIMOS TRES AÑOS; al 
señor Director Nacional de Vialidad, planteán-
dole MEJORAMIENTO DE CAMINO A 
COMUNIDAD DE LLONCAO, COMUNA 
DE CAÑETE, y al señor Director Nacional 
del SENCE, para que informe sobre SITUA-
CIÓN DE CENTRO DE FORMACIÓN DE 
LA INDUSTRIA CHILENO FRANCÉS DE 
REGIÓN DEL BIOBÍO. 

Del señor PROKURICA: 
Al señor Director Nacional de Vialidad, 

pidiéndole realizar OBRAS NECESARIAS 
PARA INSTALACIÓN DE ILUMINA-
CIÓN EN ACCESOS DE BAIPÁS TOLE-
DO-TRAVESÍA (Región de Atacama).

————

La señora ALLENDE (Presidenta).– Se le-
vanta la sesión. 

—Se levantó a las 18:21.

							    
			   Manuel Ocaña Vergara,

			    Jefe de la Redacción
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